Alcance del error judicial para la determinación de la responsabilidad patrimonial del estado en Colombia by Correa Ramírez, Laura Carolina
 
 
ALCANCE DEL ERROR JUDICIAL PARA LA DETERMINACIÓN DE LA 




















UNIVERSIDAD LIBRE DE COLOMBIA 
FACULTAD DE DERECHO  






ALCANCE DEL ERROR JUDICIAL PARA LA DETERMINACIÓN DE LA 














UNIVERSIDAD LIBRE DE COLOMBIA 
FACULTAD DE DERECHO  













“Comienza haciendo lo que es necesario, 
 después lo que es posible y de repente  
estarás haciendo lo imposible”.   




















Expreso mis más sinceros agradecimientos: 
 
A Dios y a mis padres por ser el apoyo constante en la realización de mis sueños 
pues con su ayuda y compañía se hizo posible la elaboración de esta monografía. 
 
A la Universidad Libre que ha sido la institución que me ha brindado las bases del 
conocimiento jurídico para poder lograr un excelente trabajo y representa la 
formación de profesionales comprometidos.  
 
A mis maestros del área de Derecho Público que en virtud de su vocación y 
















UNIVERSIDAD LIBRE DE COLOMBIA 
 
Fundador:    General Benjamín Herrera 
Presidente Nacional:  Dr. Víctor Hernando Alvarado Ardila  
Rector Nacional                            Dr. Nicolás Enrique Zuleta Hincapié 
Censor Nacional:   Dr. Antonio José Lizarazo Ocampo     
Secretario General   Dr. Pablo Emilio Cruz Samboni 
Decano:    Dr. Jesús Hernando Álvarez Mora   
Secretario Académico:  Dr. Álvaro Aljure Moreno   
Director Centro Investigaciones: Dr. Mario Fernando Parra Guzmán 

















CAPITULO I.……………………………………………………………………………… 4 
1.1 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN………………..4  
1.1.1 Identificación de la situación socio jurídica problémica…………….4 
1.1.2 Espacio……………………………………………………………………. 5 
1.1.3 Tiempo…………………………………………………………………….. 5 
1.1.4 Sujetos…………………………………………………………………….. 6  
1.1.5 Formulación de la pregunta de investigación………………………….6 
1.1.6 Sistematización del problema de investigación………………………6 
1.2 JUSTIFICACIÓN…………………………………………………………………. 6 
1.2.1 Necesidad………………………………………………………………….6 
1.2.2 Factibilidad………………………………………………………………..7 
1.2.3 Impacto ……………………………………………………………………8 
1.3 OBJETIVOS………………………………………………………………………. 8 
1.3.1 Objetivo general………………………………………………………….. 8 
1.3.2 Objetivos específicos……………………………………………………. 8 
1.4 MARCO REFERENCIAL…………………………………………………………9 
1.4.1 ESTADO DEL ARTE……………………………………………………..9 
1.4.1.1 Fase heurística 
1.4.1.2 Fase hermenéutica 
1.4.2 MARCO JURÍDICO……………………………………………………...27 
1.4.2.1 MARCO LEGAL Y CONSTITUCIONAL……………………….27 
1.4.2.1.1 Decreto - Ley 2700 de 1991 – derogado………………….27 
1.4.2.1.2 Ley 270 de 1996……………………………………………..27 
1.4.2.1.3 Constitución Política de Colombia de 1.991……………30 
1.4.2.1.4 Ley 137 de 1994……………………………………………..32 
 
 
1.4.2.1.5 Ley 1437 de 2011……………………………………………33 
1.4.2.1.6 Ley 288 de 1996……………………………………………..35 
1.4.2.1.7 Ley 678 de 2001……………………………………………..35 
1.4.2.2 MARCO JURISPRUDENCIAL………………………………… 36 
1.4.2.2.1 Sentencia de octubre de 1896…………………………….. 36 
1.4.2.2.2 Sentencia C-037 de 1996…………………………………...37 
1.4.2.2.3 Sentencia T-233 de 2007…………………………………...42 
1.4.2.2.4 Sentencia Rd 008 de 2013………………………………….43 
1.4.2.2.5 Sentencia Rd 28641 de 2014………………………………45 
1.4.3 MARCO CONCEPTUAL……………………………………………….. 46 
1.4.3.1 Error judicial………………………………………………………46 
1.4.3.2 Vía de hecho……………………………………………………..49 
1.4.3.3 Providencia judicial………………………………………………51 
1.4.3.4 Principio de cosa juzgada……………………………………… 51 
1.4.3.5 Error inexcusable……………………………………………….. 52 
1.4.3.6 Acción de revisión ……………………………………………… 53 
1.5 HIPÓTESIS……………………………………………………………………… 54 
1.6 PROYECCIÓN DE LA SOLUCIÓN JURÍDICA POSIBLE………………….. 54 
 
CAPITULO II……………………………………………………………………………..58 
2.1 FORMULACIÓN DE LA ESTRATEGÍA METODOLÓGICA…………………58 
2.1.1 FORMA DE LA INVESTIGACIÓN EN DERECHO…………………...58 
2.1.1.1 Investigación básica……………………………………………..58 
2.1.2 ESTRATEGIA DE LA INVESTIGACIÓN ……………………………..59 
2.1.2.1 Paradigma cualitativo……………………………………………59 
2.1.3 TIPO DE INVESTIGACIÓN ………….…………………………………60 
2.1.3.1 Investigación descriptiva…….………………………………….60 
2.1.4 ENFOQUE DE LA INVESTIGACIÓN …………………………………60 
2.1.4.1 Investigación dogmático jurídica……………………………...60 
 
 
2.1.5 MÉTODO DE LA INVESTIGACIÓN……………………………………61 
2.1.5.1 Método teórico…………………………………………………...62 
2.1.6 FUENTES, TÉCNICAS E NSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE 
INFORMACIÓN…………………………………………………………. 63 
2.1.6.1 Fuentes………………………………………………………...…63 




3.1 VALIDACIÓN DE LA HIPÓTESIS DE INVESTIGACIÓN……………………65 
3.1.1 MARCO TEÓRICO………………………………………………………65 
3.1.1.1 Teoría base de Jorge F. Malem Seña…………………………65 
3.1.2 ALCANCE Y PROCEDIMIENTO DEL ERROR JUDICIAL EN EL 
DERECHO PENAL………………………………………………………68 
3.1.3 LA LABOR JURISDICCIONAL DE LOS JUECES Y LAS 
DECISIONES 
JUDICIALES…………………………………………………………….. 71 
3.1.4 TIPOS DE ERRORES EN LOS QUE INCURREN LOS JUECES… 74  
3.1.4.1 Errores en el encabezamiento de la decisión………………...74 
3.1.4.2 Errores en la fundamentación o motivación de la sentencia..76 
3.1.4.3 Errores en la fundamentación fáctica y etapa probatoria…78 
3.1.5 POSIBLES CAUSAS DEL ERROR JUDICIAL……………………….79 
3.1.5.1 La saturación de procesos judiciales…………………………. 79 
3.1.5.2 Equipo de trabajo del juez……………………………………..81 
3.1.5.3 Proceso de selección de los jueces de la república………… 82 
3.1.5.4 Formación de los jueces……………………………………….. 83 














El presente trabajo de investigación surge a partir de las diversas problemáticas 
planteadas entorno al alcance y el contenido del error judicial determinante para la 
generación de la responsabilidad estatal por la administración de justicia. Son 
muchas las interpretaciones que se han hecho por parte del Consejo de Estado y 
la Corte Constitucional principalmente sobre los elementos que se deben 
estructurar para el surgimiento de este tipo responsabilidad1. 
Se tiene por finalidad la realización de un estudio exhaustivo que permita dilucidar 
el error judicial a partir de las distintas perspectivas e interpretaciones y de esta 
manera determinar cuál de ellas es la más adecuada para ser aplicada en 
Colombia y que garantice efectivamente el debido proceso y el principio de 
legalidad en la administración de justicia. 
Sin embargo, para que el denominado error jurisdiccional pueda generar 
responsabilidad patrimonial al estado debe dotarse de unos elementos 
taxativamente descritos en la ley Colombiana como requisitos sine qua non para 
su surgimiento. Se hace necesario enfatizar que este tipo de responsabilidad 
derivada del error judicial se configura como una excepción a la regla que  
procede cuando se constituye una vía de hecho definida esta como “(…) La 
decisión revestida de las formalidades de un acto jurídico encubre una actuación 
de hecho cuando ésta obedece más a la voluntad o al capricho del agente estatal 
que a las competencias atribuidas por la ley para proferirla (…)”2 (así se ha 
                                                          
1 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO.  Expediente 22205  (27, enero, 2012).  [Consultado el 19 
de Agosto 2015]. Disponible en: http://190.24.134.67/documentos/boletines/104/S3/76001-23-31-
000-1997-05296-01(22205).pdf 
 
2 RUIZ, Wilson. Responsabilidad del estado y sus regímenes. 2 ed. Bogotá D.C.: Ecoe ediciones, 




manifestado mayoritariamente), entonces ¿Estamos frente a una regla absoluta?, 
¿Es necesario que en el error judicial, la decisión o providencia judicial sea 
constitutiva de vía de hecho para que se genere responsabilidad estatal por la 
administración de justicia?  
Por otra parte es importante analizar a profundidad la función de los jueces y en 
general de las corporaciones de justicia facultadas para la toma de decisiones en 
un determinado proceso, pues es permanente la comisión de errores  y aunque la 
actividad del juez debe consistir en un trabajo limpio y eficaz que permita a los 
ciudadanos confiar plenamente en la justicia y en la labor de un tercero imparcial 
con los conocimientos necesarios para poder tomar posición frente a una 
determinada situación y dar la solución adecuada a la misma,  la realidad es muy 
distinta a los objetivos que se plasman por parte de la ley, toda vez que aunque 
los jueces son sujetos que deben contar con las capacidades académicas e 
intelectuales con el fin de brindar un eficiente trabajo y el margen de error debe ser 
mínimo, ello no significa que sea nulo; por lo tanto el error judicial puede llegar a 
ser común en un país como Colombia en el cual nos enfrentamos a una realidad 
de justicia cada vez menos eficaz y garantista, generando así inseguridad jurídica 
en todos los campos del derecho. Sobre este punto de la investigación se hará 
una comparación de las competencias regladas frente a la discrecionalidad y el 
principio de autonomía del juez otorgado por la ley; “Cuatro características 
corresponden al juez: Escuchar cortésmente, responder sabiamente, ponderar 
prudentemente y decidir imparcialmente” Sócrates. 
Es claro que el error judicial actualmente se consagra como una de las formas por 
las que puede ser responsable patrimonialmente el estado, sin embargo, el 
encuadramiento en la norma ha sido un trabajo arduo y complicado que no tuvo en 
principio el apoyo suficiente y sin embargo sigue siendo objeto de críticas y trabas 
por parte del sistema legal colombiano, por ello, el objeto de esta investigación es 
ejecutar un estudio a fondo sobre las interpretaciones restrictivas o no de la 
aplicación del error jurisdiccional en la determinación de responsabilidad estatal o 
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1.1 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
 
1.1.1 Identificación de la situación socio jurídica problémica. Es indispensable 
abordar el conflicto a partir del análisis de los denominados casos difíciles, pues 
los demás quedan subordinados a la aplicación de la norma específica 
consagrada en los artículos 90 de la carta política, lo establecido en la ley 
estatutaria de administración de justicia 270 de 1996 y demás normatividad 
vigente; por lo tanto la problemática se desarrollará con respecto al error judicial o 
jurisdiccional en estos casos ya mencionados y con base a las interpretaciones 
planteadas por la Corte Constitucional y el Consejo de Estado (se fundamentan en 
ámbitos totalmente diferentes) con énfasis en la apreciación aplicada 
efectivamente en la mayoría de procesos donde se aduce la existencia de error 
judicial. Se determinará entonces el verdadero alcance y contenido del mismo. 
Sobre el tema se hace referencia en el trabajo de María Angélica Sánchez, 
“Estudios en Derecho y Gobierno”:  
«La relación del error judicial con los casos difíciles debe buscarse en las 
características propias de las situaciones que son sometidas a decisión de los 
jueces, y en la actividad que ellos como funcionarios jurisdiccionales deben 
cumplir, porque los casos sometidos a su conocimiento, en un gran porcentaje, 
son tan particulares y especiales que la propia normatividad no ha establecido una 
respuesta o existen varias»3. 
Ha sido un largo proceso evolutivo la aceptación de un proceso de responsabilidad 
patrimonial estatal y es importante estudiar en este entorno el progreso en materia 
de indemnizaciones y error judicial específicamente, dado que en principio se 
partía de la imposibilidad de demandar al estado por sus actuaciones, al ser este 
                                                          
3 SÁNCHEZ, María Angélica. Responsabilidad del estado colombiano por la administración de 
justicia. En: Estudios en derecho y gobierno. Diciembre 2009. vol. 2, no, p. 120 p.  
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intocable y sobre todo exento de errores, era una situación imposible de concebir 
por parte del estado; sin embargo esta postura ha cambiado drásticamente debido 
a los múltiples problemas que siempre se han generado por los gobiernos y en 
virtud del abuso de poder. Se evidencia un cambio drástico con el paso de los 
años, pues como se dijo anteriormente, el Estado no tenía la obligación de 
responder por los daños causados (partiendo de los estados monárquicos – 
absolutistas) y poco a poco fue perfilándose la responsabilidad estatal a través de 
distintos mecanismos de defensa judicial. 
Los daños antijurídicos generados por parte de la administración a sus 
administrados es objeto de grandes posturas aun en nuestros días y a pesar de la 
evolución en materia de responsabilidad estatal, sigue existiendo la evidente 
supremacía del estado, dotado este de facultades exorbitantes en muchos campos 
del derecho y en perjuicio de los particulares. 
 
1.1.2 Espacio. La investigación se llevara a cabo en Colombia; sin embargo será 
comparado con otros sistemas jurídicos respecto a la regulación del error judicial 
(se evidenciara la comparación en el estado del arte toda vez que muchas 
investigaciones antecedentes son de países como Argentina y México) como tipo 
de responsabilidad estatal con el fin de establecer las diferencias, semejanzas y 
utilidades que se puedan brindar a nuestro ordenamiento jurídico. 
 
1.1.3 Tiempo. El análisis normativo, jurisprudencial y doctrinal será realizado 
desde la actual Constitución Política de Colombia de 1.991 hasta el año 2.015 
toda vez que es una investigación dirigida tanto a observar la evolución que ha 
tenido la responsabilidad estatal específicamente en el error jurisdiccional en 
Colombia como para determina su verdadero alcance en la actualidad.  
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1.1.4 Sujetos. Los sujetos objeto de este trabajo investigativo son las autoridades 
judiciales en general como los jueces y magistrados encargados de administrar 
justicia (resolución de conflictos – rama judicial del poder público). 
 
1.1.5 Formulación de la pregunta de investigación. ¿Es necesario que en el 
error judicial, la decisión o providencia judicial sea constitutiva de vía de hecho 
para que se genere responsabilidad patrimonial estatal por la administración de 
justicia en Colombia? 
 
1.1.6 Sistematización del problema de investigación   
 
- ¿Cuáles son las causas principales que dan lugar al error judicial en 
Colombia? 
- ¿Cuáles han sido los cambios generados en responsabilidad estatal 
específicamente por error judicial desde la Constitución Política de 1.991? 
- ¿Qué significa la configuración de vías de hecho para la procedencia de 
responsabilidad estatal por error jurisdiccional? 
- ¿Cuál es la realidad jurídica en Colombia con respecto a la procedencia y 





1.2.1 Necesidad. La presente investigación surge como respuesta entorno al 
interrogante planteado dentro del contexto de responsabilidad patrimonial del 
estado por error judicial y la configuración de vías de hecho para la posible 
generación de un reproche pecuniario en favor de los afectados con una sentencia 
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determinada. Es necesario hacer un análisis que permita conocer si hay casos en 
la realidad jurídica o en el campo de aplicación del derecho de nuestro país, en los 
cuales se genere responsabilidad patrimonial del Estado sin que sea necesaria la 
demostración de una vía de hecho en un caso en concreto, es decir, que se 
acredite simplemente el error en el fallo para producir una reparación por parte del 
Estado. 
Se podrá determinar la probabilidad de éxito en dicho tipo de procesos – por error 
jurisdiccional cuando se esgrima como pretensión la configuración de 
responsabilidad patrimonial estatal aun sin estar demostrada una vía de hecho; y 
es por esta razón que servirá como modo de aplicación en el terreno del litigio y a 
efectos de brindar mayor claridad sobre el asunto. 
Para logar el objetivo planteado se estudiara jurisprudencia, normatividad en 
general y casos en concreto con los cuales se pueda evidenciar la realidad jurídica 
a la cual nos enfrentamos. Para ello también se hace indispensable el estudio de 
conceptos tales como el error judicial en comparación con la responsabilidad 
personal del funcionario, las posibles causas que llevan a que se origine dicho 
yerro, los tipos de errores en los que incurren los jueces, entre otros aspectos que 
se desarrollaran a lo largo de la investigación. 
 
1.2.2 Factibilidad. La aplicabilidad del trabajo de investigación en relación con la 
probabilidad de alcanzar las metas u objetivos propuestos será necesaria para 
conocer con certeza la factibilidad del presente proyecto. Desde la perspectiva 
teórica se encuentran sin dificultad alguna los instrumentos y en general los 
elementos para desarrollar un estudio analítico del tema a fondo; entre estos, se 
puede encontrar riqueza de elementos jurisprudenciales y legales, entre otras 
fuentes del derecho.  
En el ámbito práctico de la aplicación del derecho, lo que se busca finalmente es 
brindar a los ciudadanos y a toda la población que accede al órgano jurisdiccional- 
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rama judicial del poder público, seguridad jurídica, esto es, garantizando los 
derechos como partes dentro del proceso y que se produzca un verdadero sentido 
de búsqueda de verdad y justicia por parte de los jueces en Colombia, para evitar 
el aumento de los fallos arbitrarios que van en detrimento de los derechos de los 
involucrados causando daños antijurídicos ejercidos por la administración de 
justicia. 
 
1.2.3 Impacto. Será posible apreciar y entender de manera más específica la 
aplicación que tiene en la actualidad el error judicial como responsabilidad estatal 
toda vez que en las diversas investigaciones que se han llevado a cabo sobre la 
temática en Colombia, no son muy amplias las observaciones referentes a la 
configuración o no de vías de hecho y las consecuencias derivadas en cada caso 




1.3.1 Objetivo general. Determinar el verdadero alcance del error judicial en 
Colombia para que se genere responsabilidad patrimonial del estado. 
 
 
1.3.2 Objetivos específicos. 
- Analizar las distintas interpretaciones jurisprudenciales y doctrinales 
respecto a las concepciones restringidas o amplias en el error judicial para 
la determinación de responsabilidad patrimonial del estado. 
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- Estudiar la eficacia de la procedencia y pago de indemnizaciones por 
responsabilidad del estado por error judicial cuando se han configurado vías 
de hecho. 
- Establecer cuáles son las debilidades del sistema jurídico Colombiano que 
generan la comisión de errores judiciales. 
 
1.4 MARCO REFERENCIAL 
 
1.4.1 ESTADO DEL ARTE. A partir de esta etapa se permite conocer cuáles han 
sido los antecedentes de investigación sobre la temática que se desarrolla, en este 
caso, el error jurisdiccional y los presupuestos relacionados con este junto con las 
preguntas que surgen derivadas de la problemática trabajada; sin embargo la 
importancia de observar y estudiar esos trabajos consiste en generar 
verdaderamente algo novedoso. Las siguientes son las investigaciones 
precedentes cada una dividida en dos fases, una denominada heurística en la cual 
se realiza una síntesis del determinado trabajo y una fase hermenéutica en la cual 
se interpreta la utilidad que se obtiene con el mismo: 
 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO DERIVADA DEL ERROR 
JUDICIAL Y DEL FUNCIONAMENTO ANORMAL DEL SERVICIO PÚBLICO DE 
JUSTICIA. ARTÍCULO – REVISTA. INSTITUTO COLOMBIANO DE DERECHO 
PROCESAL. AUTOR: DANIEL SUÁREZ HERNÁNDEZ. BOGOTÁ D.C., 
COLOMBIA. AÑO 1995. 
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FASE HEURÍSTICA: La evolución ha sido un proceso largo a través del cual se 
han cambiado las posturas acerca de la responsabilidad estatal partiendo desde 
los denominados estados monárquicos o absolutistas en los cuales no se 
concebía ni siquiera la idea de daño ocasionado por el monarca y mucho menos 
que fuese objeto de algún tipo de resarcimiento o indemnización configurándose 
así una teoría de irresponsabilidad, hasta llegar actualmente a la configuración de 
una figura en derecho con bases suficientemente sólidas de responsabilidad del 
Estado. El autor del artículo hace un enfoque histórico de este tipo de 
responsabilidad. 
Posterior a los estados monárquicos surge el estado “liberal burgués” en el cual no 
existía ningún tipo de intervención del estado, lo que transformo profundamente el 
pensamiento y las formas de gobierno establecidas para aquella época, sin 
embargo, se presentaron múltiples dificultades en razón de que como menciona el 
Dr. Daniel Suárez “esta falta de intervención llevada necesariamente a la 
irresponsabilidad del Estado, por cuanto si no actuaba, no podía causar daños”. Lo 
anterior hizo necesario un cambio de paradigma fundamentado en el 
intervencionismo estatal y es en este momento histórico en el que empiezan a 
denotarse los primeros acercamiento a la responsabilidad estatal, específicamente 
cuando el Estado estaba encargado de la prestación de servicios públicos (el autor 
nombra como antecedente el Fallo Blanco de 1.873 – Francia). 
En Colombia al no establecerse taxativamente lo referente a responsabilidad 
estatal, se generó desarrollo jurisprudencial sobre dicho aspecto y se 
establecieron los conceptos de “falla presunta”4 y “falla probada”. Otro escenario 
fue a partir de la Constitución de 1.991 particularmente el artículo 90 
(responsabilidad patrimonial del Estado) e inicia una nueva estructura con otros 
componentes para la creación  de una figura en derecho mucho más completa. 
                                                          
4 Según el artículo, esta se generaba con ocasión a las actividades peligrosas que son las que 
relacionan al hombre con la máquina y podía ser desvirtuada por la administración del estado. 
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De la responsabilidad por defectuoso funcionamiento de determinado servicio 
público se debe hacer la diferenciación entre “daño que proviene del error judicial” 
(providencias) y “error que proviene del funcionamiento anormal de la 
administración de justicia” (“decide sobre un derecho sustancial”). En materia 
penal se ha desarrollado expresamente la responsabilidad por error judicial 
consagrada en el artículo 414 del Código de Procedimiento Penal. 
FASE HERMENEÚTICA: El artículo es de gran ayuda dado que presenta de 
manera general la historia de la responsabilidad del Estado tanto a nivel global 
como a nivel particular en Colombia y realiza ciertas comparaciones con varias 
legislaciones, entre las que más se destacan España y Francia. Se puede 
observar el acercamiento que hace el autor con respecto a la transición y al 
surgimiento de la responsabilidad estatal por error judicial a través de varios 
ejemplos; no obstante esta publicación data del año 1.995 razón por la cual es 
menester ampliar la historia de la evolución en esta materia después de dicha 
fecha.  
 
LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR EL ERROR JURISDICCIONAL. 
TESIS - DERECHO. PONTIFICIA UNIVERSIDAD JAVERIANA. AUTORA: 
NATALIA MAYA DÍAZ. BOGOTÁ D.C., COLOMBIA. AÑO 2000 
FASE HEURÍSTICA: Se detalla históricamente la evolución de la responsabilidad 
por error judicial y de una manera más específica, el desarrollo histórico en 
Colombia. Se empieza por desglosar los conceptos asociados al error judicial y 
con énfasis en la institución de la responsabilidad estatal y la correspondiente 
clasificación con un apego a una de ellas que es la que atañe al trabajo de 
investigación y concierne a la “responsabilidad objetiva de la administración”. 
Posterior a lo anterior especifica la autora basada en la legislación Colombiana, 
los tres (3) presupuestos que se pueden presentar en el escenario del error judicial 
o jurisdiccional que considero necesario mencionar a efectos de generan mayor 
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claridad sobre la materia y específicamente de la ayuda que genera para mi 
proyecto investigativo. “Actualmente la legislación consagra la responsabilidad del 
Estado, en materia de error judicial, básicamente por tres acontecimientos: a) Por 
el defectuoso funcionamiento de la administración de justicia. b) Por el error 
jurisdiccional. 39 C) Por la privación injusta de la libertad”5 
Se profundiza en analizar las teorías que cimientan la denominada 
responsabilidad del estado y elementos propios de esta. Con respecto al tema 
central que fundamenta la tesis de derecho, se enumeran y amplían los conceptos 
que surgen alrededor del error judicial, tales como, las clases de error, los 
requisitos o presupuestos que se deben configurar y todo lo anterior para poder 
llegar a uno de los puntos más importantes que es “la función jurisdiccional”, 
asunto a partir del cual se desarrolla un amplio contenido en conjunto o 
concordancia con el surgimiento de la responsabilidad patrimonial estatal por 
dicho supuesto. 
FASE HERMENEÚTICA: Es evidente la conexión de este trabajo de investigación 
con mi objetivo de monografía, y por esta razón la utilidad es de gran amplitud en 
cuanto a la generación de un escenario más aterrizado sobre la situación jurídica 
en Colombia con respecto al denominado error jurisdiccional. La normatividad y la 
especificidad en cada uno de los temas me permite extender y al mismo tiempo 
restringir el análisis del mencionado tipo de responsabilidad en nuestro país y el 
manejo jurisprudencial y legal que se le ha aplicado a la materia por lo menos 
hasta el año 2000. 
 
                                                          
5  MAYA, Natalia. La responsabilidad del estado por el error jurisdiccional. Tesis de grado en 
Derecho. Bogotá D.C. Pontificia Universidad Javeriana. Facultad de ciencias jurídicas. 2000. 





EL ERROR JUDICIAL. LIBRO – DERECHO. RUBINZAL – CULZONI EDITORES. 
AUTOR: JORGE MOSSET ITURRASPE. BUENOS AIRES, ARGENTINA. AÑO 
2004. 
FASE HEURÍSTICA: En primer lugar se realiza un acercamiento al significado del 
vocablo error como una equivocación, irregularidad, entre otros términos para 
luego fijarse en una postura más central en el Derecho – El error judicial. Para 
comenzar habla de “las presiones” a las que están sometidos los jueces tales 
como la cantidad de expedientes, la escasez de personal o equipo de trabajo, 
entre muchos otros ejemplos de la carga a la que están sometidos los 
administradores de justicia.  
El principio de autonomía e independencia es necesario analizarse en este campo 
de estudio, específicamente las distintas formas de “falta de independencia”  como 
la mencionada por el autor con referencia a las ayudas para acceder a 
determinado cargo, situación está que no permite el desarrollo de una verdadera 
justicia pues los jueces y magistrados estrían supeditados a lo que ordenen 
directamente los involucrados en que dicho funcionario alcanzara es puesto, esto 
se traduce en una justicia corrupta, otra forma de falta de independencia son los 
medios de comunicación, la jerarquía en la organización de la rama judicial, la 
“delegación de funciones” en la que los jueces y magistrados se limitan 
únicamente a firmar sin hacer un verdadero análisis del proceso en concreto, entre 
otras. 
Se plantea la siguiente pregunta “¿El juez puede confundir la ley con el Derecho?” 
y como respuesta manifiesta que los jueces y magistrados cuando se enfrenten a 
ese tipo de situaciones, lo mejor es atenerse a lo que dice la ley pues si se comete 
un error aplicando la ley es error del legislador. 
FASE HERMENEÚTICA: Fue de gran ayuda para mi investigación toda vez que 
sirvió de complemento en el aparte denominado “posibles causas del error 
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judicial”, información esta que amplié y utilice de acuerdo al caso particular de 
Colombia que tiene muchas similitudes con respecto a Argentina en este ámbito. 
Al igual que en la disertación de Corina Duque Ayala (Que hace parte del Estado 
del Arte de la monografía) se acoge la postura de armonía entre los principios de 
autonomía de los jueces y de responsabilidad. 
 
RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR ERROR JUDICIAL. LIBRO – 
DERECHO. EDICIONES DOCTRINA Y LEY LTDA. AUTOR: JAIRO LÓPEZ 
MORALES. BOGOTÁ D.C., COLOMBIA. AÑO 2007. 
FASE HEURÍSTICA: El procedimiento que debe intentarse si se incurre en un 
error judicial es por la vía de la acción de reparación directa que estaba 
consagrada como cita el autor del libro, en el artículo 136 del vigente C.C.A. para 
la época; no obstante actualmente se encuentra establecida en el artículo 140 de 
la ley 1437 del 2011 – Actual C.C.A. Para dicho mecanismo de protección se 
cuenta con dos (2) años contados a partir del acaecimiento del hecho o de la 
omisión para intentarse ante la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, pero 
en el caso del error judicial, los dos (2) años se cuentan desde la sentencia o 
providencia judicial con el fin de obtener la reparación de los perjuicios causados.  
En el Derecho Penal para que se pueda acceder a la reparación directa y la 
consecuente indemnización de los perjuicios ocasionados con la privación injusta 
de la libertad se debe acreditar:  
- Providencia o sentencia “en la cual el sindicado sea exonerado 
definitivamente porque el hecho no existió, o él no lo cometió, o la conducta 
no constituía hecho punible”6. 
                                                          
6 LOPEZ, Jairo. Responsabilidad del estado por error judicial. 2 ed. Bogotá: Ediciones doctrina  y  
ley Ltda., 2007, 51 p. 
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- “Uno de los presupuestos para obtener la indemnización establecida en la 
norma penal citada (artículo 414 del C.P.P. vigente para el año 2007) es 
precisamente la existencia de la decisión absolutoria”7.  
El autor hace la diferenciación entre “falla de la administración de justicia” y “error 
judicial” realizando un recuento desde antes de la Constitución de 1991 pues se 
asimilaba la “falla del servicio judicial” a las “actuaciones administrativas de la 
jurisdicción” y el error judicial a los “actos de carácter propiamente jurisdiccional”. 
Para mayor claridad se hace mención de varios ejemplos de cada uno de los tipos 
de responsabilidad:  
- Referente a la falla del servicio: Yerros en los avisos de remate, 
“sustracción de títulos valores o falsificación de oficios” (no se puede decir 
que se trate de actividades jurisdiccionales). 
Considera aplicable la postura de la Doctrina Española referente a la 
diferenciación con el “defectuoso funcionamiento de la administración de justicia” 
sosteniendo que el error judicial tiene que ver con “las actuaciones en las cuales 
se interpreta y aplica el derecho” y por el contrario en el primer supuesto se trata 
de “las demás actuaciones judiciales necesarias para realizar el juzgamiento o la 
ejecución de las decisiones judiciales” (no se trata de resoluciones de tipo judicial, 
pero si actuaciones judiciales tendientes a realizar los fines del mismo sistema – 
rama judicial). 
En cuanto al error jurisdiccional el Consejo de Estado no aceptaba la 
responsabilidad patrimonial del Estado por dicho supuesto teniendo como base de 
fundamento el principio de cosa juzgada  y el riesgo al cual se debe enfrentar el 
“administrado”. El autor cita la sentencia del 14 de Febrero de 1980, expediente 
2367 en la cual la mencionada corporación manifiesta que es “una carga pública a 
                                                          
7 Ibíd., 51 p.  
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cargo de todos los asociados”8. Adicional a ello lo único que tenía aplicación para 
ese momento era la responsabilidad personal del Juez o la autoridad judicial 
competente siempre que se configurara “un error inexcusable”.  
FASE HERMENEUTICA: Es uno de los trabajos que más llama mi atención y sirve 
de fundamento para esta monografía porque en primer lugar se maneja el tema de 
la responsabilidad del Estado por error judicial específicamente en Colombia, en 
segundo lugar se trata de un libro en el cual el autor realiza un recuento histórico 
de este tipo de responsabilidad con fundamento en las normas vigentes para cada 
época hasta llegar al año 2007 (publicación de la obra) incluso reflejando a modo 
de comparación los cambios en esta materia antes y después de la promulgación 
de nuestra actual Carta Política. 
Debido a que mi trabajo investigativo está dirigido a determinar el verdadero 
alcance del error judicial en nuestro país y una de las hipótesis de mayor peso 
para dar respuesta al problema socio jurídico es la configuración de vías de hecho; 
es menester tener en cuenta lo manifestado por Jairo López Morales puesto que 
manifiesta en el libro que:  
“De manera excepcional se llegó a reconocer la responsabilidad del Estado 
por error judicial en los eventos en los cuales la decisión pudiera asimilarse 
a una vía de hecho” con lo anterior, se refiere a la Constitución de 1886 y como 
ejemplo de reconocimiento hace mención de la sentencia de “la sala plana de lo 
contencioso – administrativo, del 16 de diciembre de 1987, expediente R-01”. 
Anteriormente con la vigencia de la mencionada Constitución se empezaron a 
realizar distintas interpretaciones entorno a si debería el Estado responder 
patrimonialmente y la jurisprudencia con base en el artículo 16 de la misma en 
virtud de la protección que se debía brindar a los ciudadanos se podía deducir que 
si el Estado causaba a sus asociados perjuicios evidentemente debería responder 
                                                          
8 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Expediente 2367. Citado por: LOPEZ, Jairo. 




(fueron las interpretaciones de la jurisprudencia que sirvieron para la evolución de 
lo que es hoy la responsabilidad del Estado). 
 
EL ERROR JUDICIAL Y LA FORMACIÓN DE LOS JUECES. LIBRO – 
FILOSOFIA DEL DERECHO. SERIE CLADEMA. AUTOR: JORGE F. MALEM 
SEÑA. SANTA ROSA, ARGENTINA. AÑO 2008. 
FASE HEURÍSTICA: El papel del juez se muestra como un elemento determinante 
en el Derecho y parte por manifestar que estos personajes dotados de autoridad 
para juzgar en determinada controversia pueden equivocarse en virtud de su 
condición humana, sin embargo es una situación que preocupa en la estructura de 
los sistemas jurídicos y ninguno de ellos está exento de estos yerros, por esa 
razón fue importante el establecimiento de un tipo de responsabilidad estatal para 
mitigar el daño o a manera de compensación; sin embargo no es la única medida 
necesaria para hacer frente a la situación pues también se habla de la formación 
del juez como medio para evitar dichos errores. 
Luego del análisis del rol que tiene el juez, el libro hace especial énfasis en el error 
judicial desde una perspectiva amplia y otra restrictiva (indemnización). Toda vez 
que en el sistema Español no hay una precisa definición de lo que es el error 
judicial, el autor dice que “para que exista un error judicial basta que haya una 
decisión judicial que no se pueda subsumir en una de las decisiones correctas 
permitidas por el sistema jurídico en el momento de dictarla”9 y para continuar con 
el complemento de la definición tiene en cuenta aspectos relacionados con el 
límite de la norma en cuanto a la facultad de discrecionalidad de los jueces y lo 
que constituye la arbitrariedad. En este acápite del texto se realiza a manera de 
conclusión un esquema que muestra las diferencias y semejanzas entre el 
“sentido amplio y restringido del error judicial” y me parece de suma importancia 
                                                          




hacer mención de una de las diferencias más relevantes consistente en que en el 
sistema restringido (para que haya lugar a indemnización) es indispensable que el 
error sea  evidente, notorio, es decir, que no quepa duda alguna porque en caso 
contrario no habría lugar a indemnización (Jorge Malem menciona que el Tribunal 
Supremo solo accede a la indemnización en casos en los cuales el error sea 
indiscutible).  
Los tipos de error judicial los clasifica en la justificación interna de la providencia, 
en el “encabezamiento”, en la interpretación, en el “fundamento de derecho”, en el 
“fundamento de hecho”, en la fase probatoria, en la calificación de la demanda, en 
el fallo propiamente dicho, en la falta de motivación y como ultima tipología hace 
un análisis del caso especial de privación injusta de la libertad. Posterior a ello se 
centra en determinar las causas del error judicial atribuibles o no a los jueces. 
El último gran tema a desarrollar es con respecto a la “formación profesional de los 
jueces” en primer lugar mencionando los conocimientos e instrumentos en general 
de los cuales deben estar dotados los jueces para el desarrollo de su labor y 
además analiza el trabajo del mismo en las diferentes épocas del Estado. 
El autor del libro se acoge a la teoría de que los jueces pueden incurrir en errores 
ya sea desde el punto de vista práctico o teórico (incluye lo normativo) y se mezcla 
con las posibles medidas a tomar con el fin de brindar un trabajo más eficiente por 
parte de estos. 
FASE HERMENEÚTICA: A través de este libro pude ampliar la clasificación en mi 
propia monografía de los tipos de errores judiciales, pues las tipologías expuestas 
en el texto son lo suficientemente amplias para ser acogidas y desarrolladas con 
más profundidad y ser adaptadas al sistema jurídico Colombiano a manera de 
comparación (diferencias y similitudes). Me llama la atención la organización del 
autor entorno a la observación de los temas, pues inicia explicando la 
problemática de manera general hasta llegar al punto particular del estudio del 




ACIERTOS Y FALLOS JUDICIALES. CAPITULO – LIBRO EL ERROR 
JUDICIAL. LA FORMACION DE LOS JUECES (MALEM SEÑA). FUNDACIÓN 
COLOQUIO JURÍDICO EUROPEO. AUTOR: F. JAVIER EZQUIAGA GANUZAS. 
MADRID, ESPAÑA. AÑO 2009. 
FASE HEURÍSTICA: La primera cuestión sobre la cual este autor concuerda con 
Malem ciertamente es que es más sencillo encontrar las falencias, en este caso, 
los errores que detectar los aciertos; pero por otra parte existen varias 
discrepancias a mencionar como el concepto mismo pues considera que no hay 
error propiamente dicho cuando no se determina la obligación del Estado a 
indemnizar10. Para Ezquiaga el error se configura en un proceso por la falta o la 
indebida motivación y es el punto de guía de su trabajo al afirmar que no se 
configura error judicial si la decisión se encuentra bien fundamentada. 
Los factores o presupuestos que deben existir para que surja el error judicial 
basándose en la teoría expuesta por Malem Seña es la existencia de varias 
posibles soluciones o una sola pero el contraria la postura argumentando que de 
existir varias soluciones es como si no hubiese ninguna. Hay tres posibles 
situaciones de presentarse: en primer lugar casos con una sola respuesta es el 
caso de los que él denomina como “casos con relevancia jurídica” de ahí que por 
ejemplo en Colombia muchos procesos y las pretensiones de las partes se 
sostienen sobre la respuesta que da la Corte Constitucional en determinada 
materia y que termina constituyendo precedente judicial de obligatorio 
cumplimiento por los demás órganos jurisdiccionales – “casos fáciles”, en segundo 
lugar están los casos con varias soluciones y debe contemplarse el escenario en 
el cual esas respuestas sean incompatibles y reitera su posición en este punto al 
manifestar que significa que no hay ninguna correcta y en tercer lugar casos sin 
                                                          
10 Por el contrario, Malem Seña divide el concepto de error judicial en dos vertientes que son en sentido 
amplio y en sentido restringido, estableciendo que si existe error judicial así no se genere la indemnización 
estatal e inclusive sin causar daños a las partes. 
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respuesta posible en los cuales no cabría el error porque no contempla el 
ordenamiento solución alguna. 
FASE HERMENEÚTICA: Teniendo en cuenta que la teoría base de mi monografía 
es la de Jorge Malem Seña es indispensable el estudio de este capítulo con el fin 
de poner en tela de juicio las ideas en las cuales me baso para fundamentar mi 
trabajo debido a que este autor genera controversia con temas de suma 
importancia en materia de error judicial y que pretenden hacer pensar al lector en 
varias perspectivas posibles como el trabajo que desempeñan los jueces en la 
toma de decisiones, los errores en los que pueden incurrir (Ezquiaga tiene una 
clasificación mucho más restringida que la de Malem), el concepto de error en 
relación con la indemnización, entre otros aspectos. 
 
ERROR JUDICIAL. TESIS – SEMINARIO SOBRE APORTACIONES TEÓRICAS 
Y TÉCNICAS RECIENTES. UNIVERSIDAD NACIONAL DE LA PAMPA. 
AUTORES: ESTELLA MARÍA YANINA Y GUINTER MARILINA. SANTA ROSA, 
ARGENTINA. AÑO 2010 
FASE HEURÍSTICA: En este trabajo de investigación – Tesis, se empieza por 
analizar el concepto de error judicial de manera genérica para luego iniciar con la 
enumeración y explicación de los posibles fenómenos que dan origen a ello, y 
posterior a dicho análisis se procede a profundizar en los eximentes de 
responsabilidad que tuvieren lugar cuando se comete un error de tipo judicial. Es 
de suma importancia aclarar que se esta investigación va más dirigida hacia el 
campo del derecho civil. 
Un aspecto al cual se le da prevalencia, son las limitaciones relacionadas estas, 
con los requisitos para que se configure el error judicial a través del agotamiento 
de los recursos – mecanismos legales. Con el fin de acercarse aún más al tema 
del error judicial y el derecho que tendrían las partes o la parte afectada con el 
altercado a una indemnización, se realiza un recuento histórico y actual de lo que 
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es y cómo surge la responsabilidad del estado (Normatividad Argentina) 
proporcionando un trabajo sumamente teórico sobre este aspecto. 
Posteriormente, se fija una observación más detallada sobre lo que es la actividad 
jurisdiccional en sí misma y las tesis que giran en torno a cuando hay 
configuración de error jurisdiccional; y por supuesto que los autores se acogen a 
una de ellas, que corresponde a la tesis moderna en el ordenamiento de jurídico 
de Argentina.  
De igual modo, se estudia lo referente a la denominada “responsabilidad personal 
de los jueces” y se manifiesta que el particular o afectado al no tener que soportar 
la carga derivada de erróneo comportamiento del funcionario, el Estado debe 
entrar a garantizar los derechos y por ello es necesario que se verifique 
verdaderamente la formación y elección de jueces. 
FASE HERMENEÚTICA: La utilidad del mencionado trabajo de investigación es 
de provecho para mi monografía con respecto a la comparación de legislaciones, 
pues es posible entrar a comparar la normatividad Argentina en relación con la 
Colombiana con el fin de verificar las herramientas legales de los dos sistemas y 
cuál de ellos es más eficaz en la realidad jurídica de cada país; y de esta manera 
lograr una crítica constructiva para cualquiera de los dos ordenamientos jurídicos.  
 
EVOLUCION JURIDICA DE LA RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL 
EN COLOMBIA. ARTÍCULO – REVISTA ADVOCATUS. UNIVERSIDAD LIBRE 
SECCIONAL BARRANQUILLA. AUTOR: RACHID FARID NADER ORFALE. 
BARRANQUILLA, COLOMBIA. AÑO 2010. 
FASE HEURÍSTICA: El concepto de soberanía es indispensable para estudiar el 
tema de la irresponsabilidad y exoneración de pago de indemnizaciones por parte 
del Estado pues fueron muchas las atribuciones concedidas a este para la 
consecución de los fines y eso genero desequilibrio de las cargas públicas y abuso 
de autoridad en las actuaciones desplegadas por los funcionarios públicos. De los 
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primeros pasos en la iniciación de la responsabilidad estatal se estableció que los 
agentes que representaban al estado y desplegaban las actividades 
correspondientes al cargo debían responder por los daños ocasionados; sin 
embargo el Estado como tal no era considerado responsable por los perjuicios 
ocasionados en virtud de su labor. 
La influencia de la revolución francesa (1.789) conllevo al reconocimiento de 
muchos derechos y garantías para la población civil entre esos un mayor campo 
de protección frente al Estado. El fallo blanco de 1873 fue otro de los 
antecedentes de suma importancia toda vez que determino un nuevo tipo de 
responsabilidad dotado de un procedimiento y tratamiento diferente al de los 
particulares. Posterior a los antecedentes nombrados, la evolución continuo de 
manera efectiva y cada vez más garantista de los derechos de los ciudadanos y 
menos impune. 
Se menciona una teoría que de llegar a ser de aplicación en nuestro sistema 
jurídico generaría un gran “peso fiscal” debido a que consagra una postura 
excesiva y contraria totalmente a la defensa de la impunidad del estado; y se trata 
de que el Estado debería responder por TODOS los perjuicios provocados a los 
miembros de la comunidad e incluso en el caso de que no se establezca un 
responsable o habiéndolo no contara con los medios para indemnizar. Con 
respecto a este punto del artículo el autor hace un análisis de las consecuencias 
que produciría la aplicación de tal teoría. 
FASE HERMENEÚTICA: El desarrollo del tema de la responsabilidad personal del 
funcionario y la responsabilidad propiamente dicha del Estado refleja los cambios 
que ha sufrido la legislación a nivel general en este campo del derecho con el 
transcurso de los años impactando directamente en los derechos de los 
ciudadanos afectados con los daños antijurídicos y convirtiéndose cada vez más 
en un ordenamiento jurídico garantista. A través de este trabajo se pudo 
evidenciar las transformaciones sufridas por las instituciones como también las 
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posturas extremas del reconocimiento o no de la responsabilidad estatal y sus 
consecuencias.  
 
LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO Y DE LOS JUECES EN COLOMBIA Y 
EN ESPAÑA, A LA LUZ DE LOS PRINCIPIOS DEL CÓDIGO 
IBEROAMERICANO DE ÉTICA JUDICIAL. DISERTACIÓN – REFLEXIONES 
ACADÉMICAS. FACULTAD DE DERECHO UNIVERSIDAD SANTO TOMÁS. 
AUTORA: CORINA DUQUE AYALA. BOGOTÁ D.C., COLOMBIA. AÑO 2012. 
FASE HEURÍSTICA: La Constitución de 1991 genero distintos cambios en la 
administración de justicia como consecuencia del establecimiento de un nuevo 
sistema jurídico, el Estado Social de Derecho, en el cual las transformaciones 
fueron evidentes para lograr garantizar en el territorio seguridad jurídica y una 
mejor labor de las autoridades judiciales; sin embargo son muchas las debilidades 
en torno a la labor de los jueces razón por la cual se analiza en comparación con 
las normas de carácter internacional que hacen parte de nuestro bloque de 
constitucionalidad como lo es el Código Iberoamericano de Ética Judicial que 
serviría como medida para mejorar la situación con relación al error judicial para 
que los jueces en general cumplan con un trabajo eficiente y logren la excelencia. 
Aunque el Código no es precisamente un documento de tipo jurídico, su contenido 
ayudaría a “modificar el futuro comportamiento de los jueces”. 
No solo se trata de una cuestión eminentemente jurídica, sino que estamos frente 
a una herramienta de contenido ético que si se aplicara unánimemente en los 
fallos de las altas cortes y otros entes encargados, permitiría la prestación de un 
servicio de justicia más eficiente. La disertación se centra ampliamente en el 
estudio jurisprudencial del error judicial concretado en la privación injusta de la 
libertad (se establece como postulado constitucional la presunción de inocencia, 
es decir, que el afectado no tendría que entrar a probar que la privación fue 
arbitraria, ilegal, etc… sino que por el contrario le corresponde al Estado probar), 
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la responsabilidad “disciplinaria de los jueces” y la “carrera administrativa”. En el 
capítulo que hace referencia a la privación de la libertad, la autora hace mención a 
los fallos de la Corte Constitucional y Consejeros manifestando que es clara la 
intención de estos de retroceder en cuanto a la concepción del error judicial doloso 
lo que se traduciría en establecer nuevamente un sistema que permite la 
irresponsabilidad de los funcionarios judiciales y no garantizaría el postulado 
constitucional de presunción de inocencia para los afectados. 
Los jueces deben responder disciplinariamente por las actuaciones de las cuales 
son responsables y se menciona que ni el principio de autonomía de los jueces ni 
el de responsabilidad de los funcionarios deben ser absolutos por cuanto sería 
objeto de múltiples excusas para escudarse en determinado comportamiento, 
como por ejemplo, un juez es irresponsable manifestando ser independiente o en 
el caso contrario, el juez se desprende totalmente de su autonomía.  
En la última parte de la disertación se hace una comparación entre la evolución de 
la responsabilidad estatal por la administración de justicia en Colombia y en 
España teniendo en cuenta los principios de autonomía e independencia de los 
jueces consagrados en el Código Iberoamericano. La independencia está 
supeditada a muchos factores propios de cada sistema jurídico y un claro ejemplo 
de esto es la denominada “congestión judicial” que evidentemente disminuye la 
productividad de las labores porque la demanda es demasiado alta y para atender 
las necesidades de todos, se cuenta con menos tiempo para la realización de un 
verdadero análisis lo que refleja una verdadera crisis en la administración de 
justicia. 
FASE HERMENEÚTICA: La disertación explica de manera clara el desarrollo del 
error judicial en Colombia teniendo como fundamento principal los preceptos 
constitucionales e internacionales – Bloque de constitucionalidad, lo que permite 
aterrizar un poco más en el tema de aplicación de normas de carácter 
internacional y comparación con otras legislaciones en las cuales se consagre el 
error judicial como tipo de responsabilidad del Estado.  
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De suma importancia es lo referente a vías de hecho porque se tienen en cuenta 
sentencias proferidas por el Consejo de Estado y otros componentes, que en mi 
opinión, forman una definición fuerte y precisa; por lo anterior decidí  tomar el 
concepto dado por la autora del texto para introducir en el tema de vías de hecho 
esgrimido en el marco conceptual del trabajo de investigación. 
 
RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR ERROR JUDICIAL Y DEFICIENTE 
ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. INVESTIGACIÓN – DERECHO. INSTITUTO 
DE INVESTIGACIONES JURÍDICAS DE LA UNAM. AUTOR: SANTIAGO 
SARAVIA FRÍAS. MÉXICO. AÑO  
FASE HEURÍSTICA: Al igual que en la mayoría de trabajos de investigación sobre 
el error judicial o jurisdiccional empieza por describir la evolución normativa y 
jurisprudencial que ha tenido la responsabilidad del estatal específicamente en 
México. Se estudian los distintos  tipos de responsabilidad a que da lugar  el error 
judicial y son “la responsabilidad civil del juez, que implica su obligación personal 
de resarcir patrimonialmente los daños producidos”, la responsabilidad penal, la 
responsabilidad política, la responsabilidad administrativa, la responsabilidad 
directa del Estado. Con la anterior clasificación el autor hace ver que en ese 
ordenamiento jurídico se ha cambiado el análisis de la responsabilidad pasando 
de ser en un primer plano meramente subjetiva a objetiva en la actualidad. 
Se realiza un esquema con los antecedentes jurídicos o normativos sobre la 
materia y posterior a ello inicia con la explicación de la “función jurisdiccional” 
entendida como consecuencia de la división tripartida de poderes planteada por 
Montesquieu para evitar la concentración de poder, las arbitrariedades, garantizar 
una justicia más eficiente. Se habla del poder judicial como la rama encargada de 
hacer cumplir la normatividad existente, capaz de dirimir los diferentes conflictos 
que se presenten entre los habitantes de un determinado territorio.  
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El alcance que tiene la responsabilidad del estado por error judicial en principio 
solo era aplicable en el ámbito del derecho penal – privaciones injustas; sin 
embargo en nuestros días se ha extendido a las demás ramas del derecho 
(laboral, civil, comercial, etc…) y se reconoce también “la responsabilidad directa 
del Estado por los daños causados por los empleados judiciales”. En México para 
que se pueda resarcir o reparar a la víctima es necesario que se configure un 
daño, que sea actual e imputable al Estado por el ejercicio de la función judicial a 
su cargo. 
Basándose en la jurisprudencia y normatividad Española, hace la diferenciación 
entre el “anormal funcionamiento de la administración de justicia” y el error judicial, 
pues el primero se genera sin que exista necesariamente una providencia judicial 
sino simplemente con las actuaciones de carácter procesal que generen el daño 
injustificado y el segundo se configura indiscutiblemente a través de una actuación 
judicial o providencia en firme, es decir, dotada de cosa juzgada y que sea 
contraria a la ley sea por acción o por omisión. Menciona la importancia de la 
revisión de  
“sentencias erróneas” ejecutoriadas como instrumento eficaz para evitar 
arbitrariedades, lo que cambia drásticamente el absolutismo del principio de cosa 
juzgada. La novedad del trabajo de investigación es el planteamiento de una 
“acción autónoma” para el caso del cuestionamiento de ese tipo de sentencias 
erróneas, es decir, que propone la revisión de sentencias que están dotadas de 
cosa juzgada porque en el ordenamiento jurídico de México no se brinda dicha 
posibilidad. 
FASE HERMENEÚTICA: Encuentro ciertas similitudes  y diferencias de gran 
importancia con nuestro ordenamiento jurídico puesto que en primer lugar la 
normatividad y jurisprudencia entorno al error judicial en Derecho Privado es muy 
poca en comparación con el Derecho Penal y en segundo lugar cabe resaltar la 
ventaja con respecto al sistema jurídico Mexicano pues en Colombia si es de 
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aplicación y de regulación normativa el recurso de revisión como mecanismo para 
combatir posibles irregularidades en los procesos judiciales.  
 
1.4.2 MARCO JURÍDICO 
 
1.4.2.1 MARCO LEGAL Y CONSTITUCIONAL.  
 
1.4.2.1.1 CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL CONTENIDO EN EL 
DECRETO - LEY 2700 DE 1991 – DEROGADO. Aunque ya está derogado es 
indispensable su análisis debido a que su regulación permite observar la evolución 
en materia de derecho penal y consagraba en el artículo 414 la posibilidad jurídica 
de demandar al Estado por “privación injusta de la libertad” con el objeto de 
obtener la correspondiente indemnización por los daños y perjuicios generados. 
Además se establecieron tres (3) situaciones en las cuales también se podía 
reclamar la reparación para quienes hubiesen sido detenidos preventivamente y 
posteriormente dictado sentencia absolutoria dentro proceso penal. Las 
situaciones  son: 
 
“(…) porque el hecho no existió, el sindicado no lo cometió, o la conducta no 
constituía hecho punible (…)”. 
 
 
1.4.2.1.2 LEY 270 DE 1996 ESTATUTARIA DE LA ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA. De manera general la finalidad de esta ley fue la regulación de la 
administración de justicia – poder judicial en Colombia a través del establecimiento 
de principios generales tales como el acceso a la justicia, la gratuitidad, la 
celeridad, entre otros, la estructura de la rama judicial (organización de cada 
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jurisdicción), el “ejercicio de la función jurisdiccional por las autoridades”. Es 
importante destacar los siguientes artículos: 
“CAPÍTULO VI. 
“DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO Y DE SUS FUNCIONARIOS Y 
EMPLEADOS JUDICIALES” 
ARTÍCULO 65. “DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO. El Estado responderá 
patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por 
la acción o la omisión de sus agentes judiciales”. 
“En los términos del inciso anterior el Estado responderá por el defectuoso 
funcionamiento de la administración de justicia, por el error jurisdiccional y por la 
privación injusta de la libertad”. 
La larga evolución del Derecho específicamente en materia administrativa  ha 
permitido que la seguridad jurídica que se brinda a los administrados, este dotada 
de mayor protección dejando de lado las posturas arbitrarias que establecían que 
todas las actuaciones del Estado eran legítimas y exentas de cualquier tipo de 
error, defendiendo de esa manera la tesis de la intocabilidad del mismo en 
detrimento de los verdaderos derechos de los ciudadanos, de la comunidad. 
“ARTÍCULO 66. ERROR JURISDICCIONAL. Es aquel cometido por una 
autoridad investida de facultad jurisdiccional, en su carácter de tal, en el 
curso de un proceso, materializado a través de una providencia contraria a la 
ley”. 
Tal y como consagra el anterior artículo, debe existir una sentencia, resolución o 
providencia de carácter judicial para que se configure error jurisdiccional; esta es 
la gran diferencia con la responsabilidad del Estado por “defectuoso 
funcionamiento de la administración de justicia” (artículo 69 Ley 270 de 1996). 
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“ARTÍCULO 67. PRESUPUESTOS DEL ERROR JURISDICCIONAL. El error 
jurisdiccional se sujetará a los siguientes presupuestos: 
1. “El afectado deberá haber interpuesto los recursos de ley en los eventos 
previstos en el artículo 70, excepto en los casos de privación de la libertad 
del imputado cuando ésta se produzca en virtud de una providencia judicial. 
2. La providencia contentiva de error deberá estar en firme”. 
Es indispensable tener en cuenta el principio de cosa juzgada (definido en el 
marco conceptual de la monografía) para que se pueda intentar la acción 
correspondiente por error judicial ante la jurisdicción contenciosa administrativa y 
además que el afectado haya agotado todos los mecanismos judiciales 
establecidos por la norma. 
“ARTÍCULO 68. PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD. Quien haya sido 
privado injustamente de la libertad podrá demandar al Estado reparación de 
perjuicios”. 
El medio de control propio para reclamar indemnización de perjuicios causados es 
la acción de reparación directa establecida en el artículo 140 del C.C.A. 
“ARTÍCULO 70. CULPA EXCLUSIVA DE LA VICTIMA. El daño se entenderá como 
debido a culpa exclusiva de la víctima cuando ésta haya actuado con culpa grave 
o dolo, o no haya interpuesto los recursos de ley. En estos eventos se exonerará 
de responsabilidad al Estado”. 
Se reitera uno de los presupuestos del artículo 67 de la presente ley para que se 
incurra en error jurisdiccional y es la interposición de los recursos legales – 
agotamientos de los mecanismos de defensa judicial. 
“ARTÍCULO 71. DE LA RESPONSABILIDAD DEL FUNCIONARIO Y DEL 
EMPLEADO JUDICIAL. En el evento de ser condenado el Estado a la 
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reparación patrimonial por un daño antijurídico que haya sido consecuencia 
de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél 
deberá repetir contra éste. 
“Para los efectos señalados en este artículo, se presume que constituye culpa 
grave o dolo cualesquiera de las siguientes conductas: 
1. “La violación de normas de derecho sustancial o procesal, determinada por 
error inexcusable. 
2. “El pronunciamiento de una decisión cualquiera, restrictiva de la libertad 
física de las personas, por fuera de los casos expresamente previstos en la 
ley o sin la debida motivación. 
3. “La negativa arbitraria o el incumplimiento injustificado de los términos 
previstos por la ley procesal para el ejercicio de la función de administrar 
justicia o la realización de actos propios de su oficio, salvo que hubiere 
podido evitarse el perjuicio con el empleo de recurso que la parte dejó de 
interponer”. 
Cuando por culpa del servidor público que profirió la sentencia o providencia 
judicial se condenó al Estado a responder patrimonialmente por los daños 
antijurídicos causados, se debe iniciar por parte del mismo la acción de repetición 
en contra de dicho funcionario por haberse cometido con dolo o culpa grave. 
Quiere decir que el funcionario no queda exonerado así el Estado sea quien pague 
al afectado(s). 
 
1.4.2.1.3 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA DE 1.991. Con el 
establecimiento del nuevo  Estado Social de Derecho los cambios fueron 
evidentes en todos los campos toda vez que se ofrecen mayores garantías a los 
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ciudadanos y un ámbito de protección más amplio. Referente al error judicial 
podemos remitirnos a los siguientes artículos de la Carta Política: 
ARTÍCULO SEXTO (6): “Los particulares sólo son responsables ante las 
autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son 
por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus 
funciones”. 
Lo anterior quiere decir que los servidores públicos al ser representantes del 
Estado tienen un mayor ámbito de responsabilidad frente a sus actuaciones, pues 
se les delegan funciones de suma importancia en las que se confía se realicen con 
la mayor eficacia posible; es por esta razón, que un acto irresponsable genera 
mayor impacto que el de un particular en favor de los intereses del Estado y de 
sus asociados.  
ARTÍCULO NOVENTA (90): “El Estado responderá patrimonialmente por los 
daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de 
las autoridades públicas.  
En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de 
tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente 
culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste”.   
El presente artículo es reflejo de que se acepta que el Estado si pueden incurrir en 
yerros y arbitrariedades y además debe responder por ello pues la teoría de la 
intocabilidad del Estado no tiene cabida con la Constitución de 1991; además se 
consagra la acción de repetición en virtud de la cual si el Estado es condenado y 
responde patrimonialmente por los daños causados puede repetir contra el 
servidor público responsable.  
ARTÍCULO NOVENTA Y DOS (92): “Cualquier persona natural o jurídica podrá 
solicitar de la autoridad competente la aplicación de las sanciones penales o 




1.4.2.1.4 LEY ESTATUTARIA 137 DE 1994. A través de esta ley se regulan y 
dictan disposiciones con respecto a los denominados Estados de Excepción en 
Colombia y el capítulo Quinto (V) es el aplicable al tema de “error jurisdiccional” – 
“Principios de aplicación y control constitucional”: 
Artículo 51. “Indemnización de perjuicios. El Estado será siempre responsable por 
los excesos en la utilización de las facultades previstas en la presente ley, sin 
perjuicio de la responsabilidad civil, penal o disciplinaria que corresponda a los 
servidores públicos”. 
Este artículo establece a grandes rasgos lo planteado por el artículo 90 de la 
Constitución Política de Colombia, pues en ambas normatividades se consagra la 
responsabilidad patrimonial del Estado por la actuación de las autoridades que lo 
representan (servidores públicos) y la acción de repetición por la conducta 
respectiva. 
Artículo 53. “Régimen disciplinario. Siempre que un funcionario administrativo 
obstaculice grave e injustificadamente el cumplimiento de las medidas legislativas 
de excepción o se extralimite en su ejercicio, podrá ser destituido previo el 
adelantamiento de proceso breve, por la Procuraduría General de la Nación la cual 
podrá, así mismo, cuando la falta sea grave, ordenar la suspensión inmediata y 
provisional del funcionario investigado. En todo caso se respetaran los fueros 
señalados en la Constitución para la investigación y juzgamiento de funcionarios 
públicos. 
El procedimiento especial de que trata el inciso anterior se adelantara verbalmente 
de acuerdo con el siguiente trámite: 
a) El agente de la Procuraduría competente citara por el medio más expedito 
que resulte pertinente y con indicación de los motivos determinantes de la 
acción disciplinaria, al funcionario investigado para que comparezca al proceso 
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dentro de los tres días siguientes a la citación, para la realización de una 
audiencia especial; 
b) Llegada la fecha de la audiencia se informara al investigado sobre los 
motivos de la acusación; 
c) El funcionario expondrá inmediatamente sus descargos, por si o por medio 
de apoderado, y solicitara las pruebas que resultaren pertinentes; 
d) El agente de la Procuraduría practicará las pruebas que resultaren 
conducentes, en el término de cinco días y a más tardar dentro de los dos días 
siguientes resolverá lo pertinente mediante decisión motivada. 
e) Si procediere el recurso de apelación, este se concederá en el efecto 
devolutivo”. 
El régimen disciplinario en Colombia permite un control más riguroso y coactivo 
destinado a que los funcionarios públicos cumplan con mayor responsabilidad con 
los deberes y obligaciones que les atañen; por esa razón el establecimiento de un 
régimen destinado a regular el comportamiento de los mismos. 
1.4.2.1.5 LEY 1437 DE 2011 – CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. A grandes 
rasgos lo que busco esta ley fue la regulación de todo lo concerniente a 
“procedimientos administrativos” y organización de la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo. Es importante destacar: 
Artículo 136. “Control Inmediato de Legalidad. Las medidas de carácter general 
que sean dictadas en ejercicio de la función administrativa y como desarrollo de 
los decretos legislativos durante los Estados de Excepción, tendrán un control 
inmediato de legalidad, ejercido por la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo en el lugar donde se expidan, si se tratare de entidades territoriales, 
o del Consejo de Estado si emanaren de autoridades nacionales, de acuerdo con 
las reglas de competencia establecidas en este Código. 
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Las autoridades competentes que los expidan enviarán los actos administrativos a 
la autoridad judicial indicada, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a 
su expedición. Si no se efectuare el envío, la autoridad judicial competente 
aprehenderá de oficio su conocimiento”. 
Esta figura permite un control riguroso de las medidas que se toman en virtud de 
la “función administrativa” en los “Estados de Excepción” con la finalidad de evitar 
abusos o arbitrariedades que afecten los derechos de los ciudadanos a través de 
una medida de revisión. 
Artículo 140. “Reparación directa. En los términos del artículo 90 de la Constitución 
Política, la persona interesada podrá demandar directamente la reparación del 
daño antijurídico producido por la acción u omisión de los agentes del Estado. 
De conformidad con el inciso anterior, el Estado responderá, entre otras, cuando la 
causa del daño sea un hecho, una omisión, una operación administrativa o la 
ocupación temporal o permanente de inmueble por causa de trabajos públicos o 
por cualquiera otra causa imputable a una entidad pública o a un particular que 
haya obrado siguiendo una expresa instrucción de la misma.  
Las entidades públicas deberán promover la misma pretensión cuando resulten 
perjudicadas por la actuación de un particular o de otra entidad pública. 
En todos los casos en los que en la causación del daño estén involucrados 
particulares y entidades públicas, en la sentencia se determinará la proporción por 
la cual debe responder cada una de ellas, teniendo en cuenta la influencia causal 
del hecho o la omisión en la ocurrencia del daño”. 
Como se mencionó anteriormente en uno de los artículos de la Ley Estatutaria de 
Administración de Justicia - privación injusta de la libertad (Derecho Penal); el 
mecanismo que se debe adoptar para perseguir la reparación de los perjuicios 
causados es el medio de control de reparación directa que se configura cuando se 
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causa un “daño antijurídico”, es decir, que no debe soportar el afectado ya sea por 
la acción o por la omisión de la correspondiente autoridad pública.  
 
1.4.2.1.6 LEY 288 DE 1996. Se establecen los mecanismos con los cuales pueden 
contar las víctimas de violaciones de Derechos Humanos según lo preceptuado 
por los “Órganos Internacionales de D.H.” con relación a la indemnización de los 
perjuicios causados.  
Artículo 12. “Las indemnizaciones que se paguen o efectúen de acuerdo con lo 
previsto en esta Ley, darán lugar al ejercicio de la acción de repetición de que trata 
el inciso segundo del artículo 90 de la Constitución Política”. 
Nuevamente se consagra que en caso de que se condene al Estado a pagar 
determinada indemnización de perjuicios a causa de la actuación u omisión de una 
autoridad pública o particular investido para realizar la determinada función; el 
Estado o la correspondiente entidad pública podrán repetir contra el funcionario 
que incurrió en la conducta. 
 
1.4.2.1.7 LEY 678 DE 2001. “Por medio de la cual se reglamenta la 
determinación de responsabilidad patrimonial de los agentes del Estado a 
través del ejercicio de la acción de repetición o de llamamiento en garantía 
con fines de repetición”. 
La ley establece que habrá lugar a iniciar la acción de repetición en contra del 
servidor público, ex servidor público o particular que cumpla funciones públicas 
cuando su actuar dio lugar al reconocimiento de una indemnización por la que tuvo 
que hacerse responsable el Estado; además se menciona que debe tratarse de 
una conducta desplegada por el funcionario “en forma dolosa o gravemente 
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culposa”. En los artículos 5 y 6 de la ley se establecen cuáles son las conductas 
que constituyen dolo o culpa grave y en esta última está presente el error judicial 
toda vez que se alude a la “violación manifiesta e inexcusable de las normas de 
derecho” como una conducta culposa. 
La diferencia entre la figura de llamamiento en garantía en este sentido  y la 
acción civil de repetición radica en que la primera debe interponerse dentro del 
mismo proceso en el cual la entidad pública es llamada a responder 
patrimonialmente por ciertos perjuicios y la segunda se trata de una acción que 
debe presentarse en un proceso independiente; no obstante la finalidad de las dos 
figuras es la misma. 
La acción de repetición es un deber de las entidades públicas cuando se cumplen 
los presupuestos mencionados, su interposición no está supeditada al arbitrio de 
la misma pues la abstención es generadora de falta disciplinaria. 
 
1.4.2.2 MARCO JURISPRUDENCIAL  
 
1.4.2.2.1 SENTENCIA DE OCTUBRE 22 DE 1896, M.P. CARMELO ARANGO – 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. El Sr. Ángel Rosazzi de nacionalidad Italiana y 
domiciliado en Colombia era propietario del hotel Garibaldi ubicado en la ciudad de 
Panamá. El agente de policía Juan Rebolledo en compañía de otros dos agentes 
asistieron al mencionado hotel con el fin de tomar algunos tragos, después de 
algunas horas, el dueño del establecimiento se negó a continuar sirviéndoles licor 
hasta que cancelaran lo que habían consumido con anterioridad desde su llegada; 
se inició una discusión lo que resulto con la muerte del agente Rebolledo a causa 
de varias puñaladas ocasionadas por Rosazzi. En razón de la muerte del policía, 
el Sr. Ángel Rosazzi fue sindicado como delincuente y perseguido, hecho que le 
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obligó a abandonar el hotel que fue saqueado por los agentes del  Gobierno y 
además destruido. 
Adicional a los hechos relatados, se le causo muerte violente por los mismos 
agentes de policía y como consecuencia de ello los herederos del causante 
interpusieron demanda en el mes de Julio del año 1895 en contra del Gobierno de 
la República de Colombia con el fin de que se condenará a pagar la indemnización 
por los perjuicios causados con ocasión a la muerte del Sr. Rosazzi y el saqueo y 
destrucción del hotel Garibaldi. 
La Corte Superior del Estado dispuso que se iniciara “causa criminal” en contra de 
los agentes involucrados en los hechos por estar probada su actuación en los 
delitos de los cuales se les acusaba y por cumplirse los requisitos para que se 
determinaran responsables.  
 
1.4.2.2.2 SENTENCIA C-037 DE FEBRERO 5 DE 1996, M.P. VLADIMIRO 
NARANJO - CORTE CONSTITUCIONAL. Se procede a la revisión constitucional 
del proyecto de ley 58 de 1994– Senado y 264 de 1995 – Cámara de 
Representantes, “Estatutaria de la Administración de Justicia”. 
 
La revisión formal: El análisis del aspecto formal concluye que debe declararse su 
exequibilidad por cumplir con los mandatos constitucionales (Artículos 153 –
Aprobación de leyes, 157 – Requisitos para ser ley, 160 - Debates y ss.). 
 
La revisión material: Los artículos en relación con el tema de error judicial y que 




“ARTICULO 4o. CELERIDAD. La administración de justicia debe ser pronta y 
cumplida. Los términos procesales serán perentorios y de estricto cumplimiento 
por parte de los funcionarios judiciales. Su violación constituye causal de mala 
conducta, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar. 
“Lo mismo se aplicará respecto de los titulares de la función disciplinaria. 
  
“PARAGRAFO: Los memoriales que presenten los sujetos procesales deberán 
entrar al despacho del funcionario judicial, administrativo o disciplinario, a más 
tardar dentro de los tres (3) días siguientes a su presentación”  
 
Consideraciones de la Corte: Uno de los principios fundamentales que hace 
parte del derecho fundamental al debido proceso es la seguridad jurídica que 
debe ser garantizada por el juez, pues se debe actuar con diligencia y celeridad 
para una “pronta y cumplida justicia” en cada proceso a su cargo; no obstante 
esto no implica la sola observancia de los términos procesales sino que 
conlleva a la aplicación de otros componentes. 
 
El artículo 228 de la Constitución establece lo referente a la administración de 
justicia y en cuanto  los términos procesales se menciona que debe haber 
diligencia por parte de los funcionarios y el incumplimiento acarrea sanciones. 
Se hace mención de dicho artículo constitucional toda vez que el parágrafo 
establece que de darse incumplimiento en el término de 3 días para entrar al 
despacho del juez se incurriría en “causal de mala conducta”; lo anterior 
significa que dicho aparte tiene sustento constitucional.  
 
La Corte encuentra que hay una discrepancia con el artículo 158 de la carta 
política debido a que el establecimiento de este tipo de términos debe estar 
estipulado por una ley ordinaria – “Código de Procedimiento” y no por una ley 
estatutaria “encargada de regular la administración de justicia”; por esa razón el 




“ARTÍCULO 65. DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO” Se declaró la 
exequibilidad del mismo por encontrarse ajustado a derecho y además no 
vulnera el contenido del artículo 90 constitucional; por ende debe entenderse la 
responsabilidad del Estado en un sentido más amplio complementándose 
ambos artículos.  
 
 
“ARTICULO 66. ERROR JURISDICCIONAL. Es aquel cometido por una 
autoridad investida de facultad jurisdiccional, en su carácter de tal, en el curso 
de un proceso, materializado a través de una providencia contraria a la ley”. 
 
Se declaró exequible y la primera puntualización que se hace es que debe 
tratarse de una providencia judicial para que se materialice este tipo de 
responsabilidad. Se hace una aclaración para interpretar dicha norma pues 
debe ser funcional en respeto del principio de independencia de los jueces. 
 
Como respuesta a la pregunta del problema jurídico de esta investigación 
referente a si la configuración de vías de hecho es necesaria para que surja la 
responsabilidad patrimonial del estado, la Corte ha dicho: 
 
“En otras palabras, considera esta Corporación que el error jurisdiccional debe 
enmarcarse dentro de los mismos presupuestos que la jurisprudencia, a propósito 
de la revisión de las acciones de tutela, ha definido como una “vía de hecho. 
Sobre el particular, la Corte ha establecido”: 
 
“Una actuación de la autoridad pública se torna en una vía de hecho 
susceptible del control constitucional de la acción de tutela cuando la conducta 
del agente carece de fundamento objetivo, obedece a su sola voluntad o 
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capricho y tiene como consecuencia la vulneración de los derechos 
fundamentales de la persona”.  
 
En cuanto a la forma que la responsabilidad del Estado en los términos del 
artículo NO es predicable respecto a las providencias de las altas cortes; la 
razón se debe en virtud del principio de seguridad jurídica pues se establece 
que en cada jurisdicción existe un órgano máximo y sus decisiones son 
unificadores, determinantes y se han agotado todos los recursos y mecanismos 
de defensa judicial. 
 
“ARTICULO 67. PRESUPUESTOS DEL ERROR JURISDICCIONAL”: Se 
declaró exequible y con relación al segundo presupuesto que establece que la 
providencia debe estar en firme, es lógico afirmarlo así porque de no estar en 
firme se pueden intentar los recursos de ley tendientes a hacer caer en cuenta 
del error si lo hay. 
 
“ARTICULO 68.PRIVACION INJUSTA DE LA LIBERTAD”: Se declaró 
exequible y adicional a ello la corte menciona que la privación injusta debió 
haberse efectuado con desconocimiento evidente del derecho aplicable, 
“violatoria de los procedimientos legales” y a grandes rasgos arbitraria. Esto 
sustenta nuevamente la hipótesis de la tesis basada en que se deben 
configurar vías de hecho para que se determine la responsabilidad patrimonial 
del estado por error judicial. 
 
“ARTICULO 71. DE LA RESPONSABILIDAD DEL FUNCIONARIO Y DEL 
EMPLEADO JUDICIAL”.  
 
“En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial por un 
daño antijurídico que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o 




En aplicación del inciso anterior, lo pagado por una entidad pública como 
resultado de una conciliación equivaldrá a condena. 
  
Para los efectos señalados en este artículo, se presume que constituye culpa 
grave o dolo cualesquiera de las siguientes conductas: 
  
1.   La violación de normas de derecho sustancial o procesal, determinada por 
error inexcusable. 
  
2.   El pronunciamiento de una decisión cualquiera, restrictiva de la libertad 
física de las personas, por fuera de los casos expresamente previstos en la ley 
o sin la debida motivación. 
  
3.   La negativa arbitraria o el incumplimiento injustificado de los términos 
previstos por la ley procesal para el ejercicio de la función de administrar 
justicia o la realización de actos propios de su oficio, salvo que hubiere podido 
evitarse el perjuicio con el empleo de recurso que la parte dejo de interponer”. 
  
El inciso segundo (subrayado) del artículo en mención fue declarado 
inexequible porque la Corte considera que viola varios preceptos 
constitucionales entre los que se encuentra el debido proceso toda vez que el 
servidor público perdería la oportunidad de defensa frente al hecho del cual se 
le acusa y la “conciliación no puede ser asimilada a una condena”. 
 
“ARTICULO 72. ACCION DE REPETICION”: Fue declarado inexequible el 
ultimo inciso del artículo que rezaba: 
 
“El incumplimiento de la obligación prevista en este artículo constituye causal 
de mala conducta, sin perjuicio de las  demás sanciones previstas en la ley, 
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incluida la responsabilidad de carácter penal por la omisión del funcionario en 
perjuicio del patrimonio del Estado” 
 
Fue declarado así dado que la ley estatutaria no debe establecer este tipo de 
procedimiento que corresponde para el particular al Código Disciplinario Único. 
 
1.4.2.2.3 SENTENCIA T-233 DE MARZO 29 DE 2007, M.P. MARCO GERARDO 
MONROY CABRA – CORTE CONSTITUCIONAL. Aunque la misma no menciona 
los términos de error judicial en su contenido, considero que es de vital 
importancia esta sentencia de revisión de tutela con referencia al análisis de los 
yerros que pueden o no cometer los jueces en la valoración de los elementos 
materiales probatorios. 
Se revisa la sentencia proferida por la sala disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura dentro de proceso instaurado por el Sr. Miguel Pérez en contra de la 
Fiscalía General de la Nación y la Corte S.J. por haberse ordenado la privación de 
la libertad sin el beneficio de excarcelación y según los hechos de la demanda fue 
elegido Gobernador del Casanare en el año 2003 y manifestó que recibió 
amenazas de grupos paramilitares durante su campaña política, tiempo en el cual 
dice el tutelante que fue llamado a una reunión en la que ganaderos de la región 
decidieron hacer aportes a la campaña; sin embargo se entera que dicho dinero 
provenía del grupo paramilitar “que buscaba comprometer su gestión” razón por la 
cual manifestó que decidió no recibir la suma de dinero ofrecida. No obstante, se 
le informa al Sr. Miguel P. que la reunión fue grabada. Posterior a ello en 
declaraciones ante la Fiscalía, un miembro del grupo armado allegó a la autoridad 
el supuesto video de la grabación que no se logró determinar si había sido editado 
o no. 
 
Se inicia la apertura de la investigación pertinente en la cual se ordenó “medida de 
aseguramiento de detención preventiva sin beneficio de excarcelación, por el 
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delito de enriquecimiento ilícito a favor de particulares” y posteriormente se le 
condenó a 6 años de prisión por el mencionado delito y al pago de una 
determinada multa. El tutelante sostiene que la decisión fue tomada teniendo 
como principal soporte la grabación aportada por el miembro del grupo paramilitar, 
que es una “prueba ilícitamente recaudada”11 y hay vía de hecho frente a la falta 
de motivación de las providencias; sin embargo la Fiscalía argumenta que se 
actuó conforme a la ley y la constitución y que el demandante conto con todas las 
oportunidades procesales a su alcance, como recursos, entre otros para 
controvertir las decisiones tomadas y adicional a ello se motivaron debidamente 
cada una de las actuaciones; razón por la cual no hay violación a los derechos 
fundamentales del tutelando por lo que es improcedente la acción de tutela. 
La Corte considera que la providencia del juez de tutela – Corte Suprema de 
Justicia está lo suficientemente motivada y que la simple discrepancia entre lo que 
pretende el actor no es suficiente para determinar que se incurre en indebida 
fundamentación jurídica. Respecto al material probatorio se manifiesta que el 
valorar una prueba no se traduce en “admitir su contenido”, entonces, no hay 
arbitrariedad frente al supuesto alegado y el juez de tutela cuenta con la 
competencia de analizar si hay vía de hecho con respecto a las pruebas o prueba 
objeto de discusión; no obstante no está facultado para estudiar la responsabilidad 
penal del mismo. Por todo lo anterior la Corte resuelve no revocar la decisión 




1.4.2.2.4 SENTENCIA RD 008 DE FEBRERO 6 DE 2013, M.P. CARMEN 
AMPARO PONCE DELGADO – TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
                                                          
11 En este caso, de ser probado por el tutelante que se trata de una “prueba ilícitamente recaudada” 
y que además la decisión de la Fiscalía se basó en ella para ordenar la privación de la libertad – 
pena de prisión y pago de determinada multa por el delito de enriquecimiento ilícito se estaría 
frente a un error judicial en la etapa probatoria. 
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DEL CAUCA. Corresponde al Tribunal dirimir el conflicto presentado en razón de 
la acción de reparación directa entablada por ciudadanos de la república de 
Colombia en contra de la Rama Judicial y la Fiscalía General de la Nación con el 
fin de que estas entidades sean declaradas “administrativa y 
extracontractualmente responsables por los perjuicios causados con motivo de la 
privación injusta de la libertad”. 
Los hechos: Se adelantó proceso penal y se ordenó la captura de la demandante, 
esto es, la Sra. Marcia Valencia por la comisión del tipo penal denominado 
“Secuestro Extorsivo Agravado”, proceso dentro del cual se “impuso medida de 
aseguramiento de detención preventiva sin beneficio de excarcelación” y 
finalmente se profirió sentencia absolutoria; por lo anterior los ciudadanos Marcia 
Valencia y  Pablo Marroquín (cónyuge) instauran acción de reparación directa en 
contra de la Nación (Rama Judicial y Fiscalía) por haber estado detenida y 
“vinculada injustamente” la demandante, lo que afecto evidentemente el desarrollo 
laboral de la misma e ingresos mensuales (lucro cesante), los honorarios en los 
que tuvo que incurrir entre otros gastos procesales (daño emergente), además de 
los perjuicios morales ocasionados. La Rama Judicial sustenta su tesis con base 
en las pruebas indiciarias de interceptación de llamadas que consideran 
suficientes para tomar las medidas preventivas que se dieron para el caso en 
concreto; de otro lado la Fiscalía alega que no se demostró que se tratara de una 
actuación ilegal y arbitraria que constituyera error judicial o “defectuoso 
funcionamiento de la administración de justicia” y además de ello formula la 
excepción de falta de legitimación por pasiva por cuanto no hace parte de las 
funciones de la Fiscalía la imposición de medidas de aseguramiento. 
El Tribunal consideró que son evidentes los daños antijurídicos sufridos por la 
parte demandante por la privación injusta de la libertad dado que se puede 
configurar la responsabilidad patrimonial del Estado ya sea en virtud de 
actividades o actuaciones ilícitas o licitas, razón por la cual resulta irrelevante que 
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el juez haya actuado de acuerdo a la ley porque aun así se generaron unos 
perjuicios.  
En virtud del principio indubio pro reo se dictó sentencia absolutoria y 
efectivamente se generó un daño al habérsele privado de la libertad a la 
demandante sustentándose en pruebas que no eran suficientes para la 
determinación de culpabilidad de la acusada. Por lo anteriormente expuesto el 
Tribunal resuelve declarar administrativamente responsable a la Nación  Rama 
Judicial y se le condena a pagar determinados perjuicios a título de indemnización 
a favor de la demandante. 
 
1.4.2.2.5 SENTENCIA RD 28641 DE OCTUBRE 9 DE 2014, M.P. STELLA 
CONTO DIAZ DEL CASTILLO – CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO 
CONTENCOSO ADMINISTRATIVO. En virtud de sentencia de 1997 en la cual el 
Consejo de Estado resolvió declarar “nulidad parcial del acto administrativo (1996), 
para declarar elegido al demandante Gobernante del departamento del Casanare, 
para el periodo (…)”, en el año 1999 el Señor Miguel Pérez interpuso demanda en 
contra de la Nación – Rama Judicial del Poder Público por los perjuicios causados 
al demandante por “falla en el servicio – error judicial” en razón de la sentencia 
antes citada por las siguientes razones: 
El demandante fue elegido como Gobernador del Casanare para un periodo de 3 
años (Normativa Constitucional – Artículo 303 de la Carta Política que no es 
acorde con la sentencia en mención) y dicha decisión hace tránsito a cosa juzgada 
constitucional; sin embargo con la sentencia del año 1997 tuvo que “hacer 
dejación del cargo como Gobernador”. 
En la sentencia de primera instancia el Tribunal no considero la responsabilidad 




“el Estado no responde por el error judicial en que incurren las altas Cortes salvo 
que se trate de una actuación subjetiva, caprichosa, arbitraria y flagrantemente 
violatoria del debido proceso (…). Aunado a que las decisiones judiciales, en las 
que el demandante se apoya para demostrar el error en que, según dice, incurrió 
la Sección Quinta de esta Corporación, fueron adoptadas con posterioridad, por 
manera que resultan inaplicables (…)”12 
Un aporte importante que realiza la sala es que aunque lo anterior está dotado de 
certeza no se debe actuar arbitrariamente puesto que tal y como lo establece el 
artículo 90 de la constitución, el Estado debe responder patrimonialmente por los 
daños antijurídicos causados, por lo cual  “toda autoridad pública esta 
potencialmente expuesta a generar un daño antijurídico, que ningún asociado está 
obligado a soportar” y esto quiere decir que incluye a las altas cortes y por esa 
razón es necesario un estudio a fondo al respecto. 
 
1.4.3 MARCO CONCEPTUAL 
 
1.4.3.1 ERROR JUDICIAL. El error judicial es «Todo acto realizado por el juez, dentro 
de un proceso judicial, que provoca un daño injusto a un particular, ya sea de manera 
negligente o intencional, o a través del ejercicio de su función. Quien resulta víctima del 
daño, tiene derecho y acción para reclamarle al Estado una justa reparación, mediante 
una indemnización»13 
«Para que se abra paso la responsabilidad patrimonial del Estado, por el error 
judicial, es necesario que concurran los siguientes elementos: i) que dicho error 
esté contenido en una providencia judicial; ii) que ésta sea proferida por un 
                                                          
12 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO.  Expediente 28641  (9, octubre, 2014).  [Consultado el 19 
de Agosto 2015]. Disponible en: 
http://consejodeestado.gov.co/documentos/sentencias/25000232600019990132901.pdf 
 
13 ESTELLA, María. GUINTER, Marilina. Error judicial. Tesis seminario sobre aportaciones teóricas 
y técnicas recientes. Santa rosa, Argentina. Universidad Nacional de la Pampa. Facultad de 
ciencias económicas y jurídicas. 2010, 58 p. 
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funcionario investido de autoridad judicial y iii) que el afectado hubiere interpuesto 
contra la citada providencia los recursos procedentes. 
(…)  
En cuanto al defectuoso funcionamiento de la administración de justicia, 
habría que decir que éste, a diferencia del error judicial, se produce en las 
demás actuaciones judiciales necesarias para adelantar el proceso o la 
ejecución de las providencias judiciales»14. 
Finalmente Franciso Carrara expone que “el error es un estado positivo de falso 
conocimiento”15 
Del término error judicial se derivan dos conceptos más de suma importancia a 
efectos de comprender a cabalidad el vocablo en el campo del derecho. 
 Error judicial de hecho: Hace referencia a la equivocación cometida con 
relación a la parte fáctica del proceso (hechos esgrimidos tanto en la 
demanda como en la contestación de la demanda que nutren el fundamento 
factico de todo litigio); es de suma importancia pues a partir de los hechos 
que se tengan como ciertos en el pleito, se puede basar el juez (la 
autoridad judicial cambia los hechos), para la aplicación del derecho como 
corresponde atribuyendo el resultado a una búsqueda de la verdad y la 
garantía de justicia. 
Acogiendo una definición que da mayor claridad al respecto, puedo acudir a 
la obra “El error judicial inexcusable como causa de responsabilidad 
administrativa”. Sobre el error “de facto” dice el autor Jaime Marroquín 
Zaleta, que «se produce cuando el juzgador cambia equivocadamente los 
                                                          
14 COLOMBIA. PROCURADURÍA PRIMERA DELEGADA. Concepto 311 (9, Octubre, 2013). 
Concepto rendido ante el Consejo de Estado. Bogotá D.C.: La procuraduría, 2013, 1 p.  
 
15 COLOMBO, Rafael. Error de tipo. Acción, causalidad y resultado. Situaciones polémicas. En: 





hechos materia de la Litis, o altera cualquier otro hecho relacionado con las 
actuaciones del juicio»16 
 
 Error judicial de derecho (interpretación errónea): Estamos frente a un 
desacierto en cuanto a la interpretación que es acogida por el órgano 
juzgador, pues aunque se basa efectivamente en la normatividad o 
jurisprudencia designada para el asunto que le atañe, se presenta una 
errónea interpretación, entendida esta como la herramienta para poder 
determinar el “significado y alcance” de las normas para resolver el litigio, el 
problema de tipo jurídico. Sin embargo cuando se cae en este tipo de 
inconsistencias es necesario preguntarnos, ¿En que están fallando los 
jueces al momento de interpretar? ¿Acaso esto obedece a un problema de 
formación jurídica del abogado?; con respecto a estas dudas, serán 
resueltas en el capítulo III en la formación de dichas autoridades judiciales y 
las posibles causas del error jurisdiccional. 
Sobre el tema, también acudo a la definición planteada por Marroquín 
Jaime, según la cual: 
“se produce cuando el aplicador selecciona indebidamente una o varias 
normas jurídicas; interpreta o integra estas, apartándose de las reglas que 
para tal efecto se establecen en los ordenamientos jurídicos aplicables, o 
bien, dicta su resolución contraviniendo, de cualquier forma, una o varias 
normas jurídicas vigentes”17 
 
 
                                                          
16CONFERENCIA MAGISTRAL EL ERROR JUDICIAL INEXCUSABLE COMO CAUSA DE 
RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA. (22 de septiembre y 13 de octubre de 2000: México). 





1.4.3.2 VÍA DE HECHO. Se configura esta cuando se evidencia un rompimiento 
abrupto entre los postulados constitucionales propios de nuestro sistema jurídico y 
el caso concreto; la vía de hecho se presenta cuando es evidente la arbitrariedad 
en la decisión o providencia judicial. Un concepto con el que estoy de acuerdo en 
su totalidad es el mencionado por Corina Duque: 
«Conviene recalcar que, la vía de hecho es el error o vicio grave y evidente 
de las providencias judiciales que viola de manera inminente y ostensible 
derechos constitucionales fundamentales. La existencia de una vía de 
hecho hace desaparecer la providencia, porque al carecer de fundamento 
jurídico no nace para el sistema de derecho ninguna decisión. En relación 
con la vía de hecho el Consejo de Estado se ha pronunciado en los 
siguientes términos: 
 
“(...) para que proceda la acción referida contra providencias que presentan 
en su contenido el vicio de las vías de hecho, deben concurrir los siguientes 
requisitos: a)Que la conducta del agente carezca de fundamento legal; b) 
Que la acción obedezca a la voluntad subjetiva de quien desempeña la 
autoridad judicial; c) Que tenga como consecuencia la vulneración de los 
derechos fundamentales, de manera grave e inminente; d) Que no exista 
otra vía de defensa judicial, o que, existiendo, se interponga la acción como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, o que el 
examen particular que realice el juez de tutela verifique que la otra vía, en 
cuanto a su eficacia, no es la más adecuada para la protección inmediata 
del derecho fundamental violado o amenazado.” »18 
                                                          
18 DUQUE AYALA, Corina. La responsabilidad del estado y de los jueces en Colombia y en 
España, a la luz de los principios del Código Iberoamericano de ética judicial. En: Reflexiones 







“Por esta razón, esta Corporación ha sido muy clara al señalar que no toda 
irregularidad procesal o diferencia interpretativa configura una vía de 
hecho”19 
«Vía de hecho por defecto sustantivo: Cuando en una providencia se 
desconocen las normas que son evidentemente aplicables al caso, cuando 
se realiza una interpretación de la normatividad  que contraría los 
postulados mínimos de la razonabilidad jurídica y cuando omite la 
aplicación de una regla definida por una sentencia con efecto erga omnes. 
En suma, el defecto sustantivo se configura cuando la interpretación y 
aplicación de la normatividad al caso concreto resulta contraria a los 
criterios mínimos de juridicidad y razonabilidad que orientan al sistema 
jurídico. » (Sentencia T-1143 de 2003, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 
Sobre el particular ver igualmente la sentencia SU-159 de 2002, M.P. 
Manuel José Cepeda Espinosa.). 
«Vía de hecho por defecto fáctico: “se hayan dejado de valorar pruebas 
legalmente aducidas al proceso, o que en la valoración de las pruebas 
legalmente practicadas se haya desconocido manifiestamente su sentido y 
alcance y, en cualquiera de estos casos, que la prueba sobre la que se 
contrae la vía de hecho tenga tal trascendencia que sea capaz de 
determinar el sentido de un fallo. Sólo bajo esos supuestos es posible la 
tutela de los derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la 
administración de justicia, de manera que cuando los mismos no satisfagan 
estas exigencias, no procede el amparo constitucional pues se trata de 
situaciones que se sustraen al ámbito funcional de esta jurisdicción » 
Sentencia T-066 de 2005, M.P. Rodrigo Escobar Gil. Ver igualmente la 
sentencia SU-159 de 2002, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.) 
                                                          
19 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-955 (17, noviembre, 2006). Acción de 
tutela. Relatoría. Bogotá D.C.2006.   
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En el aspecto probatorio la Corte Constitucional ha manifestado que “no constituye 
vía de hecho la simple divergencia en la apreciación probatoria”20 dado que si el 
juez valoro las pruebas debidamente conforme al sistema de la sana crítica a partir 
de la libre valoración racional y atendiendo a una “valoración crítica de la prueba” 
en la cual se analiza tanto lo favorable como lo desfavorable; no se estaría en 
estos casos frente a vías de hecho porque se hizo un buen análisis partiendo de 
las reglas de la lógica, la ciencia y la experiencia. 
 
1.4.3.3 PROVIDENCIA JUDICIAL. Son las decisiones emitidas por el órgano 
judicial competente dentro de un proceso y que representan la voluntad del 
Estado. Las providencias judiciales  se dividen en autos (actuaciones procesales) 
y en sentencias; frente al error judicial o jurisdiccional  lo relevante es la sentencia 
definida esta como la decisión final que toma un juez en un determinado proceso 
judicial y que termina con la discusión del objeto del litigio. 
  
1.4.3.4 PRINCIPIO DE COSA JUZGADA. A través de este principio se garantiza a 
las partes dentro de un proceso en el cual se profirió sentencia (es menester 
aclarar que culmino el proceso judicial, es decir, que se resolvieron todos los 
recursos a que hubo lugar) el no juzgar dos veces por la misma causa; esto quiere 
decir que la decisión final dictada en el determinado litigio, tiene carácter definitivo. 
Con el fin de ampliar el concepto de cosa juzgada haré mención de lo manifestado 
por la Corte Constitucional en la sentencia C-774 de 2.001: 
« La cosa juzgada es una institución jurídico procesal mediante la cual se 
otorga a las decisiones plasmadas en una sentencia y en algunas otras 
providencias, el carácter de inmutables, vinculantes y definitivas. Los 
citados efectos se conciben por disposición expresa del ordenamiento 
                                                          
20 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-233 (29, marzo, 2007). Acción de tutela. 




jurídico para lograr la terminación definitiva de controversias y alcanzar un 
estado de seguridad jurídica. De esta definición se derivan dos 
consecuencias importantes. En primer lugar, los efectos de la cosa juzgada 
se imponen por mandamiento constitucional o legal derivado de la voluntad 
del Estado, impidiendo al juez su libre determinación, y en segundo lugar, el 
objeto de la cosa juzgada consiste en dotar de un valor definitivo e 
inmutable a las providencias que determine el ordenamiento jurídico. Es 
decir, se prohíbe a los funcionarios judiciales, a las partes y eventualmente 
a la comunidad, volver a entablar el mismo litigio»21 
 
1.4.3.5 ERROR INEXCUSABLE. Es posible tener en cuenta lo explicado por el 
Doctor Mario Fernando Parra Guzmán en una de sus clases de Responsabilidad 
Civil (Asignatura establecida para quinto año de derecho, curso B – Jornada 
diurna, clase del 10 de junio de 2.015) en la cual manifiesta que el error craso es 
un “error inexcusable, que no tiene disculpa y se asocia con la Doctrina res ipsa 
loquitur (las cosas hablan por sí mismas), la prueba prima facie (Desde el inicio se 
advierte la responsabilidad) y la culpa virtual (reflejo de negligencia)”, todos las 
anteriores tendencias son iguales para el mencionado Docente y generan 
presunción de responsabilidad porque el daño es tan evidente que la explicación 
es el hecho mismo, prácticamente el hecho se encuentra probado o demostrado. 
Cuando se habla de craso como ya se manifestó, se trata de un error que no tiene 
disculpa (originario de la Doctrina Alemana); el segundo presupuesto que es la 
culpabilidad hace referencia a “faltar al deber objetivo del cuidado”, es decir, se 
actuó con negligencia, con impericia, y el tercer presupuesto quiere decir que 
genera un deterioro o perjuicio para las partes o la parte que soporta con esa 
carga o el denominado “daño anti jurídico”. 
                                                          
21COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-774 (26, julio, 2001). Control de 





1.4.3.6 ACCIÓN DE REVISIÓN. Es el mecanismo judicial excepcional del cual 
pueden hacer uso las partes o la parte afectada con la decisión – sentencia 
ejecutoriada siempre y cuando se cumplan unos mínimos presupuestos y que esa 
sentencia sea contraria a la ley o se configure una vía de hecho. Con esta acción 
el principio de cosa juzgada ya explicado con anterioridad queda supeditado a la 
relatividad, pues, este mecanismo no permite que sea absoluta su aplicación en 
pro o en beneficio de los intereses y derechos  a un juicio justo al cual tienen 
derecho las partes dentro del pleito. 
En la sentencia C-520 de 2009 se manifiesta: 
« También la jurisprudencia del Consejo de Estado ha reconocido que el 
recurso extraordinario de revisión, no obstante la autoridad de la cosa 
juzgada que ampara las sentencias ejecutoriadas, y previa la constatación 
de la ocurrencia de alguna de las expresas causales que autorizan su 
utilización, permite enmendar errores o ilicitudes cometidos en la expedición 
de la sentencia, con el fin de restituir el derecho al afectado a través de una 
nueva sentencia. 
La Corte recordó, en primer lugar, que “el recurso de revisión fue estatuido 
como un mecanismo excepcional contra la inmutabilidad de la cosa 
juzgada, por la ocurrencia de hechos y conductas contrarios a derecho que, 
una vez configurados, desvirtúan la oponibilidad de la sentencia, y por 
ende, la seguridad jurídica que le sirve de fundamento, al  carecer de un 
elemento esencial: la justicia que debe inspirar toda decisión judicial. Su 
finalidad es, (…)  restablecer la buena fe, el debido proceso, el derecho de 
contradicción  y  la cosa juzgada, entre otros. Por esta razón, se ha dicho 
que más que un recurso, es un verdadero proceso.” »22 
                                                          
22COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-520 (4, agosto, 2009). Control de 
constitucionalidad. Relatoría. Bogotá D.C.2009.     
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1.5 HIPÓTESIS  
 
HIPÓTESIS 1. En Colombia el reconocimiento de la responsabilidad patrimonial 
del Estado por error jurisdiccional depende de la demostración de comisión de 
vías de hecho durante el litigio en cuestión. 
 
HIPÓTESIS 2. El presupuesto determinante para que se genere la responsabilidad 
patrimonial del Estado por error jurisdiccional es el daño causado a la parte que 
reclama ante la administración sin que sea necesaria la demostración de vías de 
hecho. 
 
HIPÓTESIS 3. Cuando se incurra en errores judiciales es posible reclamar la 
reparación de perjuicios ocasionados a través de otras vías diferentes al proceso 
de reparación directa. 
 
1.6 PROYECCIÓN DE LA SOLUCIÓN JURÍDICA POSIBLE 
 
HIPÓTESIS 1. La sentencia C-037 de 1996 al realizar la revisión formal y material 
de los artículos objeto de análisis, en particular con relación al artículo 68 
“privación injusta de la libertad” lo declara exequible y además menciona en los 
argumentos que la privación de la libertad debe ser “violatoria de los 
procedimientos legales”, lo que quiere decir que debe tratarse de una providencia 
judicial arbitraria y por lo tanto constitutiva de vía de hecho. 
En la misma sentencia en el análisis del artículo 66 “error jurisdiccional” declarado 
exequible igualmente, se manifestó por la Corte:  




“En otras palabras, considera esta Corporación que el error jurisdiccional 
debe enmarcarse dentro de los mismos presupuestos que la jurisprudencia, 
a propósito de la revisión de las acciones de tutela, ha definido como una 
“vía de hecho”23. 
Sin embargo la postura del Consejo de Estado dice que: 
“(…)las orientaciones jurisprudenciales y doctrinarias que apuntan a la 
configuración y caracterización del denominado error inexcusable o 
culposo, de la vía de hecho, de la providencia arbitraria y desprovista de 
toda juridicidad, y otras expresiones habituales de la noción de culpa grave 
cometida por el agente jurisdiccional, únicamente son de recibo y aplicación 
tratándose de la responsabilidad personal del funcionario,  campo en el 
cual, se debe advertir que el error puede ocurrir,  tanto en la actividad de la 
constatación y valoración probatoria, como   en la interpretativa, esto es, 
puede el error de hecho y de derecho, dar lugar a la responsabilidad 
personal del funcionario, cuando quiera que, la providencia parezca 
manifiestamente contraria a los hechos acreditados en la instancia, o dicho 
en otros términos, no puede el funcionario escudarse en su autonomía e 
independencia, para fundamentar de cualquier manera y contra la 
objetividad que muestran los hechos, una determinada resolución 
jurisdiccional(…)” 24 
 
HIPÓTESIS 2. De acuerdo con la sentencia RD 008 de febrero 6 de 2013 
expuesta en el marco jurídico específicamente en el marco jurisprudencial se 
demuestra que se condena a la Nación – Rama Judicial a pagar la indemnización 
                                                          
23COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-037 (5, febrero, 1996). Control de 
constitucionalidad. Relatoría. Bogotá D.C. 1996.    
  
 
24 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO.  Expediente 14399 (28, enero, 1999).  [Consultado el 3 de 




en favor de la accionante por los perjuicios ocasionados en razón de la detención 
preventiva de la libertad que tuvo lugar en el proceso penal correspondiente que 
concluyó con sentencia absolutoria. En este caso se evidencia que aunque 
durante el transcurso del proceso hubo apego a la ley, el Tribunal considero que 
no habían pruebas suficientes como para determinar la medida; sin embargo no se 
configuró vía de hecho alguna y aun así se condenó al Estado a resarcir los 
daños. Lo anterior valida la hipótesis # 2 planteada con antelación. 
El régimen de responsabilidad respaldado en el daño antijurídico, atribuye al 
Estado la obligación de reparar los perjuicios causados en ejercicio de actuaciones 
tanto ilícitas como lícitas, de modo que es irrelevante, en principio, que la 
autoridad judicial, haya actuado ajustado a la ley al imponerla medida de 
aseguramiento. 
 
HIPÓTESIS 3. “En caso de que una actuación judicial, incluso aquellas contenidas 
en una providencia, vulnere un derecho, será posible su amparo a través de la 
acción de tutela, sin perjuicio de la definición de las demás responsabilidades en 
los términos que han sido descritos en esta sentencia”25. 
“En ese orden de ideas, la violación flagrante y grosera de la Constitución 
por parte del juez, aunque pretenda cubrirse con el manto respetable de la 
resolución judicial, puede ser atacada mediante la acción de tutela siempre 
y cuando se cumplan los presupuestos contemplados en el artículo 86 de la 
Constitución y no exista otro medio al alcance del afectado para la defensa 
de su derecho. 
“En tales casos, desde luego, el objeto de la acción y de la orden judicial 
que puede impartirse no toca con la cuestión litigiosa que se debate en el 
                                                          
25 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-037 (5, febrero, 1996). Control de 
constitucionalidad. Relatoría. Bogotá D.C. 1996.    
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proceso, sino que se circunscribe al acto encubierto mediante el cual se 
























                                                          
26  Corte Constitucional. Sentencia T-173, 4 de mayo de 1993. [Consultado el 14 de diciembre 









2.1 FORMULACIÓN DE LA ESTRATEGÍA METODOLÓGICA 
 


































2.1.1.1 De acuerdo a la anterior clasificación, la monografía se ubica dentro de la 
investigación básica o también denominada investigación jurídica que tiene como 
fundamento el análisis e interrelación de la normatividad legal, la jurisprudencia y 
la doctrina; elementos estos que han sido utilizados en su totalidad para dar 
respuesta a la pregunta de investigación del área del derecho público. 
El sustento del presente trabajo permitió la corroboración de la hipótesis y se 
encontró principalmente en el desarrollo jurisprudencial sobre el error jurisdiccional 
apoyado por distintas doctrinas jurídicas. La normatividad en concreto no es muy 
amplia como para dar una solución inmediata a la problemática planteada razón 
por la cual fue necesario recurrir a las demás fuentes ya mencionadas sin alejarse 
de la realidad social dado que con la observación de las herramientas jurídicas se 
logró conocer la eficacia procesal en el reconocimiento de indemnizaciones en 
virtud de la atribución de responsabilidad estatal. 
 
2.1.2 ESTRATEGIA DE LA INVESTIGACIÓN.  
La investigación se guía por el paradigma cualitativo dado que tiene por objeto la 
recolección y análisis de la información obtenida a fondo para poder entender 
esquemáticamente cual es el verdadero alcance jurídico y tratamiento que tiene la 
responsabilidad del estado por error jurisdiccional. Se busca identificar la 
naturaleza profunda de lo que está sucediendo con la procedencia y probabilidad 
de éxito en los procesos por responsabilidad de esta clase. 
El método entre muchas de las características que se puede destacar es que es 
inductivo y se adapta a esta investigación porque parte de la observación de 
ciertos hechos, factores y aspectos particulares para llegar finalmente a una 
conclusión general del alcance jurídico; esos presupuestos particulares 
observados en este tópico son las posibles causas del error judicial, los tipos de 
errores judiciales, la labor que ejercen los jueces, la autonomía de las autoridades 
jurisdiccionales, entre otros. 
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Se estudia el fenómeno a investigar desde una perspectiva temporal (pasado – 
presente) y se detiene en la validez desde el punto de vista interno del 
ordenamiento jurídico.  
Método cualitativo – Teoría fundada. El método ideal es el de la teoría fundada 
porque nos permite relacionar datos de diversas fuentes y analizarlos en conjunto 
a través de un proceso investigativo; con esto se quiere hacer referencia a una 
investigación del alcance jurídico en el error jurisdiccional en Colombia, pero para 
ello es necesario tomas más datos no solo del sistema Colombiano sino del 
derecho comparado (antecedentes de investigación) para poder evidenciar con 
mayor facilidad cual es la situación a la que se enfrenta la realidad procesal en 
esta materia durante los últimos 15 años (Constitución de 1991). 
 
2.1.3 TIPO DE INVESTIGACIÓN 
.2.1.3.1 Se trata de una investigación de tipo descriptiva porque se evalúan 
componentes y presupuestos del error judicial con el objeto de dimensionar el 
verdadero alcance que tiene este tipo de responsabilidad para que se determine 
una correspondiente reparación patrimonial; el componente mayormente analizado 
es la vía de hecho como elemento determinante o no para la determinación de 
responsabilidad estatal.  
A través de esta se pudo describir  y conocer la situación jurídica en Colombia 
para que se configure error jurisdiccional y la consecuente indemnización y para 
ello se observaron diversos conceptos que se derivan del mismo como el error 
inexcusable, la acción de revisión, el principio de cosa juzgada, entre otros.  
 
2.1.4 ENFOQUE DE LA INVESTIGACIÓN 
2.1.4.1 De los tres tipos de enfoque el que se aplica es la “investigación dogmático 
jurídica” considerando que la solución jurídica hallada responde a la búsqueda a 
61 
 
partir de las fuentes del derecho especialmente la jurisprudencia y la doctrina 
como principales y la ley y los principios generales del derecho (principios 
constitucionales – Carta Política de 1991) como complementarios. Evidentemente 
no se trata de un trabajo empírico, por el contrario es puramente teórico teniendo 
en cuenta que las respuestas y caracterización de este tipo de responsabilidad 
están ubicadas al interior del derecho mismo; esto no quiere decir que el impacto 
no sea de tipo socio jurídico puesto que implicaría mayor claridad de la realidad 
procesal al momento de impetrar demanda por esta causa e incluso la posibilidad 
de visualizar más concretamente la probabilidad de éxito en el litigio. 
 
2.1.5 MÉTODO DE LA INVESTIGACIÓN 
El primer paso del trabajo investigativo consistió en descubrir o en plantear 
determinada situación problémica para luego crear hipótesis a partir de juicios de 
valor capaces de dar respuesta al problema planteado en la parte inicial y que es 
el objeto del desarrollo del trabajo; el camino entre la problemática y la solución es 
el método, entendido este como la herramienta o instrumento que tiene como 
finalidad validar dichas hipótesis e inclusive cabe la posibilidad de combinarse uno 




























2.1.5.1 El método que se desarrolla en la monografía es el teórico y en concreto el 
método de análisis y síntesis debido a que a través de este se realiza un estudio 
detallado de cada uno de los presupuestos a examinar que giran en torno al 
tratamiento jurídico y el alcance para que se determine o surja la responsabilidad 












facilita y posterior a esa primera etapa con el enfoque y entendimiento de cada 
aspecto que envuelve la temática se continua con la fase de la síntesis de la 
información recolectada y estudiada para mostrar la respuesta que en este caso 
arroja la jurisprudencia en el estudio detallado de cada uno de los casos que se 
presentan. 
“El análisis lógico es la descomposición mental del objeto investigado en 
sus partes componentes y por ese camino la obtención de nuevos 
conocimientos. Se llega a un conocimiento multilateral haciendo un análisis 
multifacético. La descomposición del todo en sus partes componentes, 
permite descubrir la estructura del objeto investigado. 
Por su parte, la síntesis es la unión que forma un todo íntegro de las partes, 
propiedades y relaciones delimitadas por medio del análisis”27. 
 
2.1.6 FUENTES, TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE 
INFORMACIÓN  
2.1.6.1 FUENTES. Existen dos clasificaciones de fuentes, la primera de ellas se 
divide en fuentes empíricas y fuentes bibliografías y es claro que en esta 
monografía se hace uso de las bibliográficas basadas estas en contenidos escritos 
- documentos tales como libros, revistas, periódicos, trabajos de grado, artículos, 
etc… 
A partir de la segunda clasificación, en este trabajo se utilizan las denominadas 
fuentes secundarias y terciarias; las secundarias porque se tiene en cuenta la 
información obtenida de interpretaciones doctrinarias ya establecidas sobre el 
tema de error judicial, las normas de tipo jurídico, las referencias citadas en el 
marco referencial – estado del arte, entre otras, y las terciarias toda vez que se 
                                                          
27 UNIVERSIDAD LIBRE, Centro de Investigaciones Socio Jurídicas. Guía para la elaboración de 
proyectos de investigación. Bogotá D.C.: Alvi Impresores S.A.S, 2010, 56 p. 
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extraen de las mismas fuentes secundarias informaciones útiles para 
complementar el tópico (citaciones de otros documentos). 
 
2.1.6.2 TÉCNICAS. “Análisis” de contenido de los documentos es la principal 
técnica de la cual se hace uso debido a que es netamente una temática de tipo 
teórica que tiene como fundamento la ley, la jurisprudencia y la doctrina y para 
poder estudiar a fondo el supuesto y resolver las preguntas que surgen con la 
investigación es necesario la remisión a dichos documentos con el fin de entender 
tanto global como particularmente la situación jurídica, su tratamiento y la eficacia 
en la realidad procesal. 
 
2.1.6.3 INSTRUMENTOS. Se emplean los cuestionarios, puesto que surgen en la 
determinación de la situación problémica y se plantean en específico en la 
formulación de la pregunta de investigación y su sistematización. Su 
planteamiento es indispensable para desmenuzar y fraccionar los interrogantes 
















3.1 VALIDACIÓN DE LA HIPÓTESIS DE INVESTIGACIÓN 
 
3.1.1 MARCO TEÓRICO 
 
3.1.1.1 TEORÍA BASE DE JORGE F. MALEM SEÑA. TEORIA DEL DERECHO – 
LINEA DE INVESTIGACIÓN “FUNCION JURISDICCIONAL Y DERECHOS DE 
LOS JUECES”. Aunque se trata de un doctrinante que ha analizado el error 
judicial en asociación con la labor de los jueces basándose principalmente en el 
sistema jurídico Español; la lectura de su libro “El error judicial y la formación de 
los jueces” ha sido de gran ayuda para el estudio e investigación del alcance que 
tiene el error judicial en Colombia, pues en esta materia la jurisprudencia y 
legislación en general no varía drásticamente sino que por el contrario, se 
encuentran similitudes en la interpretación del concepto error jurisdiccional y su 
aplicabilidad. 
Concuerdo con lo manifestado por Jorge Malem: 
“Por lo tanto, importa poco que la equivocación del juez se deba a su propio 
dolo, culpa o falta de diligencia. Y es indiferente además cuál sea el nivel 
jerárquico, desde el punto de vista de la estructura judicial, en el que se 
produce dicha equivocación. Tampoco es necesario que el error sea 
evidente o manifiesto, ni que haya causado daño a una de las partes del 
proceso, ni que el supuesto perjudicado carezca de recursos procesales 
para su solución”. 
Con este aparte quiero hacer notar que para que se configure un error judicial no 
se requiere necesariamente de una actuación constitutiva de vía de hecho o 
evidentemente notoria; sin embargo cuando el autor menciona que no es 
necesario que se haya causado perjuicio alguno para cualquiera de las partes se 
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refiere a que si puede haberse incurrido en un error judicial pero no sería ese 
indemnizable al no ocasionar daños y es lo que él denomina como “error judicial 
en sentido restringido”. 
Esgrime además el cambio en la estructura judicial de la mayoría de países e 
incluso en el derecho internacional al reconocerse que los jueces pueden 
equivocarse debido a la propia condición humana; no obstante no quiere decir que 
este tipo de fallas generen grandes inconvenientes y daños que deben ser 
reparados a los afectados con los mismos y es por esa razón que se deben buscar 
los mecanismos idóneos con el fin de mitigar los errores judiciales y que se genere 
entonces un menor margen de error, el menor posible. 
El concepto de error judicial lo observa desde la propia legislación española y 
teniendo en cuenta que las interpretaciones sobre el mismo no son unánimes, el 
catedrático genera su propia definición manifestando que para que se constituya el 
error deben existir distintas respuestas posibles y a la vez correctas y que la 
decisión por la cual opta el juez, no acata ninguno de los presupuestos presentes 
en las posibles soluciones correctas, por el contrario se aparta totalmente de esas. 
Es importante la diferenciación que hace el autor entre la discrecionalidad y la 
arbitrariedad, dado que en el primer caso se trata de una facultad que poseen los 
jueces al momento de tomar decisiones en un determinado proceso judicial debido 
a que estos funcionarios tienen autonomía para interpretar y aplicar el derecho 
conforme a la ley, pero esa independencia no es absoluta debido a que se puede 
llegar a incurrir en arbitrariedades que se dan cuando hay abusos en el derecho y 
genera perjuicios que no deben soportar las partes en el litigio. 
Comparto la idea del autor cuando se refiere al error atribuible o no al funcionario 
judicial puesto que no en todos los casos cuando se yerra se debe a la actuación, 
interpretación o culpa del juez porque se contemplan ocasiones en las cuales el 
causante es el sistema jurídico que no cuenta con las herramientas suficientes 
para poder tomar las decisiones judiciales correctas o se puede deber de igual 
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manera a la ambigüedad misma de la normatividad vigente y aplicable al caso; y 
en el evento de que no exista en el sistema jurídico una posible solución, entonces 
no se configura el error judicial. 
La distinción frente a los errores atribuibles y no atribuibles a los jueces es 
indispensable para la determinación de la responsabilidad estatal; un ejemplo 
clásico que menciona Malem como causa de los primeros es  la rutina de la 
profesión porque la labor del juez con el tiempo se convierte en una actividad 
mecánica y repetitiva en los casos de similar situación fáctica y jurídica, y es en 
este escenario cuando el trabajo interpretativo juega un papel muy importante toda 
vez que aunque los procesos a simple vista se aprecien de la misma manera que 
los demás hay que distinguir siempre la sutil diferencia porque es allí donde puede 
incurrirse en posibles errores jurisdiccionales. Lo anterior es una de las causas 
que lleva a los funcionarios judiciales a cometer errores y precisamente uno de los 
acápites de la presente investigación se enfoca en el análisis de las “posibles 
causas del error judicial” entre las cuales están muchas de las mencionadas por 
Malem Seña en su obra.  
Los errores derivados de la indebida aplicación del derecho son atribuibles 
prácticamente en un 100% a los jueces (solo plantea una excepción – “Aplicación 
del derecho extranjero”) y con referencia a las pruebas, el trabajo de este 
catedrático me sirvió en el estudio dedicado a la clasificación de los errores dado 
que él observa la apreciación y valoración del material probatorio en confrontación 
con el “uso de pruebas ilícitas” por ejemplo en un determinado proceso.  
El conocimiento que debe tener el juez frente a la realidad del entorno mismo que 
rodea el proceso y que yo lo llamaría la realidad social vigente, es indispensable 
debido a que a partir de ello puede tomar la decisión correcta conforme a las 
necesidades sociales que debe atender y en estrecha conexión con la 
normatividad o el derecho a aplicar. 
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La labor de los jueces como lo manifestare durante el presente trabajo de 
investigación y como lo ha manifestado Malem Seña, debe ser integral, es decir, 
acogido a los cambios sociales, dependiendo de una buena formación desde la 
base de los conocimientos de los jueces como profesionales del derecho y 
además propendiendo por la continuidad de los conocimientos siempre apegados 
a la actualidad socio jurídica a la que se enfrenta la colectividad día a día.  
 
3.1.2 ALCANCE Y PROCEDIMIENTO DEL ERROR JUDICIAL EN EL DERECHO 
PENAL 
En el error judicial la responsabilidad se desprende a través de tres (3) 
clasificaciones entre las cuales encontramos como menciona Natalia Maya en su 
tesis y como establece nuestra legislación en esta materia: 
- Responsabilidad por defectuoso funcionamiento de la administración de 
justicia: Se trata de actuaciones procesales. 
- Responsabilidad por error jurisdiccional propiamente dicho: Estamos frente 
a la sentencia o providencia judicial. 
- Responsabilidad por privación injusta de la libertad: En el campo del 
Derecho Penal el error judicial se materializa con la privación injusta de la 
libertad o medida preventiva de detención. 
Para realizar el correspondiente análisis en el terreno del derecho penal se hace 
necesario ver el criterio del Consejo de Estado y sus pronunciamientos con 
relación a la privación injusta de la libertad: 
“(…) Su jurisprudencia se ha desarrollado en cuatro direcciones distintas, 
como se sintetiza a continuación: En la primera etapa: La Sección Tercera 
sostuvo que la responsabilidad del Estado por la privación injusta de la 
libertad de las personas se fundamentaba en el error judicial, que se 
produciría como consecuencia de la violación del deber que tiene todo juez 
de proferir sus resoluciones conforme a derecho, previa una valoración 
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seria y razonable de las distintas circunstancias del caso. Conforme a lo 
anterior, al momento de determinar si existía dicha responsabilidad era 
irrelevante el estudio de la conducta del juez o magistrado, es decir que no 
interesaba averiguar si aquél actuó o no con culpa o dolo. En este primer 
momento, si bien la aplicación del comentado artículo 414 del Código de 
Procedimiento Penal que consagra los supuestos de absolución cuando el 
hecho no existió, el sindicado no lo cometió o la conducta no estaba 
tipificada como punible, fue enmarcada en la noción de daño antijurídico 
prevista en el artículo 90 de la Constitución por considerarse que aquél 
representaba un fiel desarrollo de dicho canon constitucional, con carácter 
restrictivo se sostuvo que en tales eventos la responsabilidad se veía 
comprometida por razón de una actuación ilegal del Estado, como por 
ejemplo, la privación de la libertad producto de una captura con 
desconocimiento de las exigencias legales. Radicación: 19001-23-00-001-
2010-00082-00 Tribunal Administrativo del Cauca Demandante: Marcia 
Milagrosvalencia Landa y Otros 9 de 22 Demandado: Nación – Rama 
Judicial -Fiscalía General de Nación Acción: Reparación Directa  
En una segunda etapa, la carga procesal para el actor de demostrar el 
carácter injusto de la detención para obtener indemnización de perjuicios, 
consistente en probar la existencia de un error de la autoridad jurisdiccional 
al ordenar la medida privativa de la libertad, fue reducida tan sólo a los 
casos de detención diferentes a los contemplados en el artículo 414 del 
Código de Procedimiento Penal, porque en relación con los tres eventos allí 
señalados se estimó que la ley había calificado que se estaba en presencia 
de una detención injusta y que, por lo tanto, surgía para el Estado la 
obligación de reparar los perjuicios con ella causados.  
En la tercera etapa, se reiteró el carácter injusto de los tres casos de 
detención que preveía el artículo 414 del Código de Procedimiento Penal y, 
por consiguiente, se sostuvo que frente a la reclamación de perjuicios 
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fundada en alguno de los tres supuestos consignados en dicho precepto, 
resultaba indiferente establecer si en la providencia que ordenó la privación 
de la libertad se incurrió o no en error judicial, por cuanto lo que 
compromete la responsabilidad del Estado —se dijo— no es la 
antijuridicidad de la conducta del agente del Estado, sino la antijuridicidad 
del daño sufrido por la víctima, en tanto que ésta no tiene la obligación 
jurídica de soportarlo.  
Y en una última etapa, la Sección Tercera del Consejo de Estado amplió la 
posibilidad de que se pueda declarar la responsabilidad del Estado por el 
hecho de la detención preventiva de ciudadanos ordenada por autoridad 
competente, a aquellos  eventos en los cuales se causa al individuo un 
daño antijurídico, aunque el mismo se derive de la aplicación, dentro del 
proceso penal respectivo, del principio in dubio pro reo -de manera tal que 
no obstante haberse producido la privación de la libertad como resultado de 
la investigación e incluso habiendo sido proferida la medida de 
aseguramiento con el lleno de las exigencias legales, el imputado no llega a 
ser condenado-, circunstancia que hace procedente el reconocimiento de la 
obligación, a cargo del Estado, de indemnizar los perjuicios irrogados al 
particular, siempre que éste no se encuentre en el deber jurídico de 
soportarlos”28 
La responsabilidad por falla en el servicio de la administración tiene un análisis 
meramente subjetivo, es el punto de partida para el estudio y observación de este 
tipo de responsabilidad por “la inadecuada prestación de un servicio prestado por 
la administración”29 y para que proceda debe reunir unos requisitos entre los 
                                                          
28COLOMBIA. TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL CAUCA. Expediente 008  (6, 
febrero, 2013). Reparación directa. Boletines. Cauca. 2013.9 p.  
 
29 UNIVERSIDAD NACIONAL ABIERTA Y A DISTANCIA. Lección 3: Falla en el servicio por parte 
de la administración. En: Módulo gestión pública y derecho administrativo. [en línea]. (2009). 





cuales cabe destacar que se debe generar el daño y demostrarse además la 
relación entre la falla del servicio y el perjuicio causado lo que se traduce en el 
nexo de causalidad.  
Habiendo hablado de esta temática, en la misma sentencia citada 
precedentemente el Consejo de Estado en una de sus labores de interpretación ha 
manifestado que se permite aplicar dicho tipo de régimen en los supuestos de 
fallas probatorias durante el proceso penal cuando se demuestre efectivamente 
que las mismas no son suficientes para determinar la privación de la libertad  o la 
detención preventiva. 
 
3.1.3 LA LABOR JURISDICCIONAL DE LOS JUECES Y LAS DECISIONES 
JUDICIALES 
Aunque sea aceptada la discrecionalidad del juez al momento de la toma de 
decisiones en los casos en concreto, no debe confundirse esta, con la 
arbitrariedad al momento de resolver el conflicto que le atañe.  
«La idea de la “textura abierta del derecho”, según la cual en todo sistema 
jurídico pueden existir casos en los que las leyes existentes resulten vagas 
o indeterminadas. En estos, la discrecionalidad judicial sería necesaria para 
esclarecer y especificar las leyes existentes. Al realizar esta tarea, los 
jueces pueden de hecho crear nuevas leyes. Si el derecho se concibe solo 
como un conjunto de reglas, ciertas situaciones como las que involucran 
casos difíciles quedarán por fuera del sistema y justificarían la actuación 
discrecional por parte del juez, desde el planteamiento de Hart. El derecho 
otorga discrecionalidad a los jueces en los casos límite para decidir las 
cuestiones que el derecho no determina…»30 
                                                          
30 GARCIA, Leonardo. “El concepto de derecho”, de H. L. A. Hart. En: Ámbito jurídico - Obras del 
pensamiento jurídico. 22, jun. – 5, jul.2015. vol 2, no, 1 p.  
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Es los procesos instaurados en Colombia por “error judicial” considero que tiende 
a confundirse el concepto mismo con la arbitrariedad; en mi opinión se trata de 
dos concepciones muy distintas  que requieren obviamente de un trato diferente y 
discriminado, pues al referirnos al error precisamente estamos frente a una 
equivocación cometida porque no existe “identidad del pensamiento (en esto caso 
el pensamiento del juez) con la realidad”31 ; mientras que en la arbitrariedad el juez 
tiene el pleno conocimiento de que la decisión no fue tomada siguiendo los 
parámetros de validez y principios que rigen el determinado sistema jurídico, es 
decir, que hubo intencionalidad y el funcionario se basa en su voluntad y capricho 
desobedeciendo lo que exige su actividad como tercero imparcial dentro de un 
proceso. 
El error judicial se deriva principalmente de  la interpretación que hace el juez, por 
ello es importante señalar que: 
«La actividad de interpretación del derecho, de esta manera, consiste 
esencialmente, en escoger entre un abanico de posibles significados, uno 
en concreto, llenando de sentido algo que de otras formas, no sería sino un 
“vacío significante”. En ello, efectivamente, consiste el verdadero poder de 
los jueces, en esta discrecionalidad interpretativa, que encuentra dos límites 
concretos: por un lado, el texto objeto de la interpretación, que puede estar 
expuesto a manipulaciones de diferentes alcances, en función del rigor con 
el que se ha tratado su formulación; por otro el deber de los jueces –al que 
corresponde una concreta situación jurídico-subjetiva, reconocida tanto en 
el art. 6 del CEDH como, expresamente, en el art. 24 CE- de motivar sus 
resoluciones judiciales»32 
                                                                                                                                                                                 
 
31 Definición de la verdad en sentido clásico – Aristóteles 
 
32 MILIONE, Ciro. El derecho a obtener una resolución de fondo en la jurisprudencia del tribunal 
europeo de derechos humanos y del tribunal constitucional español. En: Universidad de Córdoba, 
derecho constitucional. [en línea]. Vol 2 (2008). [consultado 30 jul. 2015]. Disponible en: 
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Se enfrenta la tarea de interpretación de los jueces, la independencia en el 
desarrollo de su trabajo y la discrecionalidad que les otorga el sistema jurídico 
Colombiano en contra de las limitaciones a la autonomía que consagra el mismo 
ordenamiento debido a que toda facultad que se otorga va hasta cierto punto sin 
poder sobrepasar los límites que impone la norma.  
Han sido muchas las discusiones doctrinarias frente a la aceptación por ejemplo 
del recurso de revisión o la procedencia de la acción de tutela en contra de las 
sentencias judiciales sustentándose en que atentan contra el principio de 
independencia de los jueces de la república; no obstante la jurisprudencia sostiene 
que procede la acción de tutela en casos particulares contra sentencias en las 
cuales se cumplan una serie de presupuestos y se demuestre la vulneración de 
derechos fundamentales por parte de los operadores judiciales. Empero se ha 
manifestado “que la tutela contra sentencias judiciales no puede ser medio, ni 
pretexto, para abolir la independencia del juez, consagrada en el artículo 228 de la 
Carta Política, sustituyendo al juez natural”33 y sigue siendo una excepción pues la 
regla general es la no procedencia de tutela contra dichas providencias judiciales. 
En el artículo del periódico de ámbito jurídico se explica la procedencia de este 
mecanismo para el caso concreto: 
“En su momento, la Sala Penal de la misma corporación, a través del 
estudio jurisprudencial de la Sentencia C- 590 del 2005 y la Sentencia T-
488 del 2014, puntualizó que la procedencia de la acción de tutela contra 
providencias judiciales es excepcional y por ende se encuentra sujeta al 
cumplimiento de exigentes condiciones de orden general y especial. Por 
consiguiente, en virtud de las primeras es imperativo: Que la problemática 




33ÁMBITO JURÍDICO. Tutela contra sentencias judiciales no puede ser pretexto para abolir la 




tenga relevancia constitucional, que se hayan agotado todos los recursos 
de defensa, que se cumpla el requisito de la inmediatez, que el actor 
identifique debidamente los hechos que generaron la violación y los 
derechos afectados, que la providencia controvertida no sea una sentencia 
de tutela.  
De igual manera, en cuanto a las condiciones especiales, aclaró que la 
concesión del amparo se encuentra sujetada a que se prueben algunas 
causales concretas de procedibilidad, que son: Defecto orgánico, defecto 
procedimental absoluto, defecto fáctico, defecto material o sustantivo, error 
inducido, decisión sin motivación, desconocimiento del precedente o 
violación directa de la Constitución. (Corte Suprema de Justicia Sala 
Laboral, Sentencia STL- 133692015 (62281), 09/30/2015, M. P. Jorge 
Mauricio Burgos)”34. 
 
3.1.4 TIPOS DE ERRORES EN LOS QUE INCURREN LOS JUECES 
Para realizar una clasificación exacta de los errores judiciales me remito a la 
consagrada en el libro “El error judicial y la formación de los jueces”. 
“ERRORES EN EL ENCABEZAMIENTO DE LA DECISIÓN”35. Dentro de esta 
clasificación vale la pena hacer aclaración sobre las consecuencias jurídicas a que 
puede conllevar un error en el encabezamiento de la sentencia; con esto quiero 
referirme a que se puede llegar a generar una equivocación simple no afectando 
gravemente el contenido y sentido de la sentencia, ( El caso en el cual se cometa 
error en el cambio de palabras (artículo 310 C.P.C., modificado por el Decreto2282 
                                                          
34 Ibíd.  
 




de 1989, Art. 1 numeral 140); sin embargo, observando el tema desde otra 
perspectiva, se podría dar el caso en el cual, dicho yerro si  afecte directamente la 
decisión pasando de ser un simple error mecanográfico – aritmético, a ser un 
problema de fondo que afecte los intereses de las partes, y a continuación 
explicare a profundidad lo manifestado. 
El abogado paraguayo Daniel Mendoca realiza una sub clasificación de este tipo 
de errores que él denomina como “errores de delimitación” con los que puede que 
se presente: 
a) “Puede ocurrir que la resolución judicial, en su delimitación, incluya 
indebidamente a quien no era parte del litigio juntamente con quienes si 
lo eran”.36 
b) Omisión de “incluir a quien era parte de él”.37 
Los anteriores son los “denominados errores in personam, en virtud de los cuales 
los efectos de la decisión recaen equivocadamente sobre personas distintas de las 
realmente involucradas”38.  
También se distingue en la misma obra errores respecto al objeto del litigio pero 
clasificados dentro de los “errores de delimitación” (cuando se genera un fallo ultra 
petita – Más allá de lo pedido, extra petita – Distinto a lo pretendido o infra petita – 
menos de lo solicitado). 
                                                          
36 MENDOCA, Daniel. Errores judiciales. En: Instituto nacional de administración pública, gobierno 
de Esapña – cuadernos de derecho público. [en línea]. Vol 2 (2007).  [Consultado el 20 de enero 




37 Ibid., p. 203 
 
38 Ibid., p. 204 
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Finalmente, es posible afirmar que este tipo de errores no tienen una incidencia 
directa en el contenido y motivación de la sentencia, y que por lo tanto son de fácil 
subsanación. 
 
ERRORES EN LA FUNDAMENTACIÓN O MOTIVACIÓN DE LA SENTENCIA39. 
La facultad de discrecionalidad de los jueces no debe entenderse desde una 
concepción absoluta, por el contrario, la relatividad de este principio está 
supeditada a la toma de decisiones “fundadas en derecho”, pues debe estar 
conforme a lo consagrado por la Constitución Política de Colombia en el artículo 2 
“fines esenciales del estado”. La libertad del juez al momento de aplicar la norma 
cuando genera varias interpretaciones el caso concreto, es una libertad reglada 
toda vez que no se puede apartar de los lineamientos constitucionales y 
jurisprudenciales desconociendo los derechos de los administrados. 
Este tipo de error lo considero como el de mayor relevancia porque es en las 
consideraciones, en este acápite de la sentencia en el cual el juez expone las 
motivaciones que lo llevan a tomar la decisión  final; por ello es de suprema 
importancia la concordancia con la decisión acogida. 
Pero ¿Qué es una decisión fundada en derecho en el sentido más amplio? Para 
empezar puedo afirmar que una decisión está fundada en derecho si está 
motivada debidamente y la siguiente definición logra precisar un poco más sobre 
el tema.  
« “motivar” significa garantizar que la resolución, escogida entre muchas 
otras posibles, no responde ya a una decisión del Juez, tomada 
                                                          
39 MALE, Op. Cit., 111 p.  
“Lo que aparece en el contenido del fallo no se sigue de las premisas fácticas y normativas y de las 
definiciones utilizadas. En estos casos, el Tribunal Constitucional suele conceder el amparo por 




coherentemente con sus propios, íntimos y personales ideales, sino 
determinada por la voluntad democrática: es decir, por la Ley. En definitiva 
la motivación realiza, entre otras, la función de demostrar y de justificar, 
ante las partes del proceso y ante la sociedad en general, el carácter 
jurídico y no político de una resolución judicial»40.  
En la obra errores judiciales de Mandoca es importante resaltar que: 
« Una resolución puede reputarse errada, respecto de las premisas fácticas, 
si considera probadas en el proceso proposiciones que no lo están o, a la 
inversa, si no tiene por probadas proposiciones que sí lo están. Asimismo, 
puede reputarse errada una resolución, en ciertos ámbitos, si considera 
probadas proposiciones falsas o, a la inversa, si no tiene por probadas 
proposiciones verdaderas. Puede reputarse igualmente errada una 
resolución si omite considerar proposiciones probadas, decisivas para el 
caso. Por otro lado, una resolución puede reputarse errada, respecto de las 
premisas normativas, si en ella se aplican normas inaplicables al caso o, a 
la inversa, si no se aplican en ella normas aplicables al caso»41. 
Es esencial hacer mención que otro de los elementos o componentes para que 
una decisión este fundada en derecho y debidamente motivada; es que esta, debe 
concebirse como una secuencia lógica, es decir, aplicando “el principio de 
congruencia” pues las actuaciones llevadas a cabo en un determinado litigio 
deben entenderse íntegramente, en conjunto. 
Y se señala finalmente en el mismo documento:  
«Sustancialmente se trata de demostrar que la elección escogida por el tribunal 
no es fruto de una elección arbitraria y personal del órgano judicial, sino que 
                                                          
40 MILIONE, Op. Cit., 11 p. 
 
41 MANDOCA, Op. Cit., 204 p. 
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está construida sobre normas jurídicas. Esta exigencia es, por lo tanto, 
coherente con la finalidad perseguida por la obligación de motivar 
anteriormente descrita, es decir, despejar todas las dudas que puedan existir 
sobre la naturaleza jurídica y no política de las resoluciones judiciales»42. 
 
ERRORES EN LA FUNDAMENTACIÓN FÁCTICA Y ETAPA PROBATORIA. Los 
hechos que se tienen como ciertos por el juez en el proceso deben estar acordes 
con la realidad y las pruebas aportadas que dieron lugar a la declaración de los 
mismos, pues en caso contrario la fundamentación fáctica seria errónea de no 
contar con las bases suficientes que los respalden. En este punto es importante 
centrarse en el aspecto probatorio del litigio que comprende desde su admisión o 
no  hasta su valoración por parte del funcionario. 
Pueden ocurrir dos situaciones para que se determine que el juez cometió un 
yerro en este sentido, la primera es la inadmisión de material probatorio necesario, 
pertinente (el juez solo puede decretar las pruebas que se relacionen con el objeto 
del litigio)43 y útil, y la segunda situación se da cuando se decretan las 
denominadas pruebas impertinentes (no guarda relación con lo que se discute, el 
objeto del litigio), inconducentes (guarda relación con el tema pero es ineficaz 
debido a que la norma exige otro tipo de prueba) e ilícitas (las que se obtienen con 
violación a los derechos fundamentales y por esa razón deben ser excluidas 
teniendo como fundamento constitucional el artículo 29 de la Carta Política que 
consagra en el último párrafo: “es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con 
violación del debido proceso”. 
                                                          
42 Ibid., p. 13 
 
43 El artículo 170 del C.G.P. establece: “El juez deberá decretar pruebas de oficio, en las 
oportunidades probatorias del proceso y de los incidentes y antes de fallar, cuando sean 





3.1.5 POSIBLES CAUSAS DEL ERROR JUDICIAL 
El juez debe ser eficiente en la aplicación de la norma y solución de conflictos de 
manera imparcial y correcta pero se debe tener en cuenta a las presiones a las 
que se encuentran sometidos puesto que el sistema no es lo suficientemente 
eficaz para brindar a estos funcionarios de la administración de justicia las 
herramientas e instrumentos necesarios para que estos pueda desarrollar el 
trabajo que les corresponde como es esperado. Entonces ¿Se le está brindando al 
juez las herramientas necesarias para realizar su labor?, la realidad es 
decepcionante al toparnos con un sistema poco eficiente, y no hago referencia a 
los jueces como tal porque este punto lo tocaremos más adelante; sino más bien 
se trata de una administración de justicia que no brinda a la rama judicial los 
elementos necesarios de los que debe estar dotada, toda vez que  los problemas 
más evidentes que se presentan son: 
3.1.5.1 LA SATURACIÓN DE PROCESOS JUDICIALES. No es una situación 
ajena a nosotros; en las noticias, en la labor cotidiana de los abogados litigantes, e 
incluso en el mismo núcleo familiar nos damos cuenta que no es rentable a simple 
vista la instauración de un proceso judicial si lo que se pretende es una solución 
rápida porque, haciendo uso de un término coloquial, la rama judicial no da abasto 
con la cantidad de procesos impetrados cada día. Se ha tratado de dar solución a 
esta problemática con los denominados juzgados de descongestión y otras 
estrategias, pero aun así, no se ve reflejado un cambio. 
Es una situación gravosa que afecta diariamente a la población genera  constante 
inseguridad jurídica en cada uno de nosotros dado que para que se dicte 
sentencia en un determinado tramite, se requiere de mucho tiempo, tiempo que se 
refleja en más gastos para el demandante y desgaste del abogado a cargo tras la 
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realización de una labor de vigilancia judicial que termina siendo monótona y sin 
resultados satisfactorios, en esto se ha convertido el litigio en Colombia. 
Otro inconveniente que se desprende de la saturación de procesos es la 
afectación a la labor o trabajo de los jueces porque estos funcionarios deben 
responder y dar solución a los trámites (buscar sinónimo de procesos) que tienen 
a su cargo de manera rápida, pero la rapidez no genera siempre un buen trabajo 
porque no se analiza de una manera minuciosa y detallada lo que requiere cada 
proceso. Por lo tanto, el juez debe decidir si realiza su labor de manera rápida 
pero atendiendo y resolviendo en todos los expedientes  o si se detiene en cada 
caso a analizar verdaderamente cada aspecto del proceso y dejando entonces de 
resolver en otros casos, generando así atraso de los mismos. 
Lo anterior es solo una de las problemáticas a la que se enfrenta la rama judicial y 
que impide el desarrollo eficiente del trabajo de los jueces, porque aunque estos, 
cuenten con la formación y las actitudes para desarrollar una excelente labor con 
la menor cantidad de errores posibles, en la administración de justicia no se están 
brindando los elementos mínimos y necesarios para la ejecución de buenos 
análisis en cada uno de los procesos; todo esto producto de las presiones a las 
que se enfrentan a diario. En el libro “el error judicial” se dice al respecto: 
« (…) Las exigencias del despacho a diario, las acumulaciones de los 
expedientes a sentencia, la necesaria acomodación a un ritmo exigente de 
trabajo, la escasez del personal que colabora con el juez, las actitudes de 
los justiciables y de sus letrados; tantos y tantos aspectos que llevan a 
distinguir las “faltas del servicio” como errores provocados y excusables, de 
las “faltas personales” como equivocaciones que no hallan explicación 
suficiente y satisfactoria (…)»44 
                                                          
44 ITURRASPE, Jorge Mosset. El error judicial. 1 ed. Buenos aires: Rubinzal y asociados editores, 
2007, 14 p. 
81 
 
Para acercarnos más a la realidad de los despachos judiciales en Bogotá D.C. un 
trabajo de investigación muestra cifras exactas obtenidas a través de trabajo de 
campo sobre el número de expedientes que llegan a conocimiento de cada 
juzgado, solo haré mención de dos que son los siguientes: 
 “Juzgados Civiles de Circuito 32 y 44. Se evidencia que los procesos que 
ingresaron realmente al juzgado no fueron 1087, sino 1710. En lo que 
corresponde a los procesos que ingresaron a los respectivos Despachos 
(para resolver), éstos no fueron 68, sino 137”.  
 
“Tratándose del ítem egresos efectivos (cantidad de procesos que 
terminaron y se archivaron definitivamente), se reportan 805, pero la cifra 
real es de 428, es decir, 377 menos, lo que equivale a un 48% de 
diferencia”.  
 
“En este orden de ideas, por estos dos juzgados, el inventario final para el 
tiempo reportado fue en realidad de 1282 y no de 422 procesos, como se 
informó”45. 
 
 “Juzgados Penales 1º, 2º y 3º con funciones de Conocimiento. A dichos 
juzgados ingresaron 1.026 procesos, cifra similar a la reportada. En lo que 
corresponde a los procesos que ingresaron a los respectivos Despachos 
(para resolver), éstos no fueron 966, sino 206”46.  
 
3.1.5.2 EQUIPO DE TRABAJO DEL JUEZ. Es necesario que el juez cuente con 
personal capacitado y suficiente para la gestión de sus funciones y la atención de 
                                                          
45 MARTINEZ, Carmen. ROMERO, Sonia. La oralidad en el proceso civil frente al derecho 
fundamental de la acción de tutela. Monografía pregrado derecho. Bogotá D.C. Universidad Libre 
de Colombia. 2014. 78 p. 
 
46 Ibíd.  
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todos los procesos asignados. Los despachos judiciales en nuestros días 
requieren de más funcionarios para la colaboración, gestión e impulso de los 
trámites porque debido a la saturación de procesos el juez no tiene la capacidad 
suficiente para llevar a cabo en análisis de todos los expedientes.  
Si no se cuenta con el personal requerido por el juez, este no puede cumplir a 
cabalidad con lo propuesto para cada trámite procesal y al recargar todo el trabajo 
en este funcionario el margen de error se extiende. Es importante tener en cuenta 
que el Estado debe brindar a los jueces y magistrados las suficientes herramientas 
para prestar una labor eficiente, pues no puede pretenderse que estos ejerzan un 
excelente trabajo con instrumentos precarios, para el caso en particular, un equipo 
de trabajo suficiente para atender las necesidades de los usuarios y altamente 
capacitado para el desarrollo de la labor encomendada.  
3.1.5.3 PROCESO DE SELECCIÓN DE LOS JUECES DE LA REPÚBLICA. La 
ley consagra al igual que en las demás legislación el proceso de selección de los 
jueces y magistrados que harán parte de la Rama Judicial, sin embargo no es un 
secreto que en Colombia, para acceder a cargos con el Estado (también en el 
sector privado), se logra a través de influencias, amistades, poderes políticos, 
entre otras. Es decir que verdaderamente no se está buscando en su gran 
mayoría la escogencia de personas con la mejor formación y capacitación 
académica para ocupar el cargo de juez; por el contrario estamos llegando a un 
punto en el cual sino se está rodeado de personas que están en la “rosca” no es 
posible alcanzar la meta.  
Esto genera muchas dificultades porque si se da prevalencia en el sistema a 
personas que entran a ocupar cargos por favores y manipulaciones políticas o de 
otras índoles no se está garantizando el derecho a la justicia de los ciudadanos y 
mucho menos verificando si estas personas son las apropiadas para estar 
ejerciendo la labor de jueces de la república; esto despliega un mayor margen de 
error de los jueces porque no hubo un verdadero proceso de selección y la ley 
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entra en segundo plano, quedando simplemente como una exposición de ideales a 
lo que se quiere llegar algún día o incluso un disfraz porque la realidad en el país 
es muy distinta y no se pretende cambio alguno. 
Por ejemplo, en caso de que en un despacho judicial avoque conocimiento de  
proceso que pueda afectar directa o indirectamente a las personas que ayudaron 
con la vinculación de ese funcionario al cargo de juez, llegan a exigir como 
contraprestación la distorsión del proceso, que se dicte una sentencia favorable a 
ellos, quedando contaminada la transparencia y legalidad del trámite en cuestión. 
A este tipo de situaciones se enfrenta la administración de justicia todos los días, 
pero en este caso no estaríamos frente a un error judicial sino a un delito en el que 
incurre el funcionario judicial, el prevaricato. 
3.1.5.4 FORMACIÓN DE LOS JUECES. En todo sistema jurídico los jueces deben 
ser ejemplo de sabiduría y experiencia pues se les confiere la tarea de solucionar 
los conflictos de la población y se confía en que sus decisiones y su labor en 
general alcanza los presupuestos de eficacia que requiere la justicia; sin embargo 
dicho ideal jurídico en Colombia se queda simplemente en eso, un ideal, y reflejo 
de ello son los numerosos escándalos sobre el tipo de jueces que hay en nuestro 
país y su preparación académica que se pone en tela de juicio, como muestra de 
ello se puede ver el artículo del dieciocho (18) de febrero de dos mil quince (2015) 
- periódico el país titulado “La formación de los jueces”, con cifras exactas un 
aparte del artículo señala: 
“No son pues funcionarios de poca importancia. Por eso, su selección debe 
estar por encima de cualquier sospecha o cuestionamiento. De igual 
manera, debe exigir de los participantes la seriedad y preparación que les 
asegure a los colombianos una Justicia seria. Infortunadamente, no ocurrió 
así en las pruebas realizadas el pasado diciembre. Que sólo 1341 de los 
27690 aspirantes las hayan aprobado, indica a las claras una situación 
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alarmante. No puede ser que sólo el 6,2% de los concursantes pasen los 
exámenes, y que no se produzca una alarma sobre lo acontecido”47. 
Se puede evidenciar una crisis de la rama judicial del poder público en el país, se 
demuestra la falta de preparación de las autoridades judiciales en las cuales los 
ciudadanos confían sus procesos y esto genera incertidumbre e inseguridad 
jurídica a la hora de la toma de decisiones. Los resultados de los exámenes dejan 
mucho que decir, pero ¿En dónde está la falla?, para dar respuesta a la pregunta 
planteada es necesario revisar los requisitos que se exigen para ser jueces y 
magistrados en Colombia. 
El artículo 232 de la Constitución Política consagra: 
“ARTICULO  232. Para ser Magistrado de la Corte Constitucional, de la 
Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado se requiere: 
1. Ser colombiano de nacimiento y ciudadano en ejercicio. 
2. Ser abogado. 
3. No haber sido condenado por sentencia judicial a pena privativa de la 
libertad, excepto por delitos políticos o culposos. 
4. Modificado por el art. 12, Acto Legislativo 02 de 2015: Haber 
desempeñado, durante quince años, cargos en la Rama Judicial o en el 
Ministerio Público, o haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiempo, 
la profesión de abogado o la cátedra universitaria en disciplinas jurídicas en 
establecimientos reconocidos oficialmente. Para el cargo de Magistrado de 
la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, la cátedra 
universitaria deberá haber sido ejercida en disciplinas jurídicas relacionadas 
con el área de la magistratura a ejercer. 
                                                          
47 EL PAÍS. Bogotá D.C. 18, FEBRERO, 2015. 3 sec opinión. 1 p.  
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PARAGRAFO. Para ser Magistrado de estas corporaciones no será 
requisito pertenecer a la carrera judicial”. 
En el caso de la Fiscalía General de la Nación el segundo párrafo del artículo 249 
señala que:  
“El Fiscal General de la Nación será elegido para un período de cuatro años 
por la Corte Suprema de Justicia, de terna enviada por el Presidente de la 
República y no podrá ser reelegido. Debe reunir las mismas calidades 
exigidas para ser Magistrado de la Corte Suprema de Justicia”. 
Al revisar los requisitos demandados considero que los requerimientos encuadran 
en los estándares normales de exigencia; sin embargo la problemática se dirige 
más hacia una cuestión de preparación académica y profesional pues la calidad 
de la labor depende de distintos aspectos entre los cuales se puede destacar la 
ética y la moral que se solicita del profesional del Derecho,  el empeño y la 
eficiencia para desarrollar el trabajo, la disposición y un componente indispensable 
en este campo académico es la actualización jurídica para lograr ser un 
profesional integral.  
3.1.5.5 INFLUENCIA DE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN Y PRESIÓN 
SOCIAL. Condenar, juzgar antes de analizar y verificar a ciencia cierta lo ocurrido 
realmente es lo que suele suceder en nuestros días. Los medios de comunicación 
son una fuente en Colombia poco confiable, las investigaciones son vagas y poco 
precisas pero aun así la confianza de los espectadores y del público en general es 
mucha. Esto crea en el juez a cargo del proceso presiones inimaginables porque 
toda una población está a la espera de la decisión que los medios de 
comunicación creen es la más apropiada, y en dado caso que la decisión no sea 
concordante con lo que la prensa desea. 
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Se contraponen distintos derechos de índole constitucional como la libertad de 
expresión (libertad de prensa) y el derecho a la información (Artículo 20 de la 
Carta Política – Informar y recibir información) frente al buen nombre, la intimidad, 
la presunción de inocencia (derecho penal) pero el primero debe ser comprendido 
y aplicado sistemáticamente, es decir, en concordancia con todo el sistema 
jurídico que también establece “la responsabilidad social de los medios de 
comunicación” que consiste en brindar información veraz (la confirmación – las 
fuentes de las noticias) y acorde a los principios constitucionales debido a los 
impactos que pueden generan los contenidos en la comunidad. Se trata de una 
labor de sumo cuidado ya que a través de estas herramientas se pueden obtener 
consecuencias positivas o negativas capaces de influenciar y manipular de cierta 
manera. 
Si hablamos de los procesos judiciales que generan cierto escándalo y morbo en 
la sociedad hay graves consecuencias si no se maneja la información e incluso el 
lenguaje correcto porque no es sano difundir información sin el suficiente sustento 
y seguridad en las fuentes que se toman para difundir el determinado contenido.  
Otra característica es que la información que deben brindar los medios de 
comunicación debe ser imparcial, pero en Colombia, esto no es de verdadera 
aplicación y en muchos casos se ha vulnerado el principio de inocencia propio de 
los procesos penales. Surge también una significativa problemática que considero 
puede arriesgar la imparcialidad del juez en muchos eventos toda vez que se han 
presentado situaciones en las cuales es tal la presión de los medios de 
comunicación en determinado caso y violando la responsabilidad social de su 
profesión se defiende una postura determinada que hace que el juez a cargo del 
mismo prefiera por motivos de conveniencia tomar la decisión que espera la 
prensa y por ende el público que tiene la misma expectativa que se le creo. 
Lo anterior llega a convertirse en ciertas situaciones en juicios valor deliberados 
que no cuentan con la suficiente información técnica, como por ejemplo en los 
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juicios penales muchos periodistas pueden mal influenciar defendiendo 
determinada opinión que en realidad no ha sido investigada a fondo de acuerdo a 
derecho y la normatividad y jurisprudencia vigente; muchos jueces en estos 
eventos podrían dejarse llevar por la presión de hacer lo que el público quiera pero 
que no esté acorde con la ley.  
“De ahí que cuando la información es de carácter judicial, y no se ha 
adoptado un fallo por parte de los jueces, los medios de comunicación 
deben ser acordes con su lenguaje o vocabulario, sin que con ellos se les 
obligue a manejar un lenguaje técnico y específico. Puesto que deben 
trasmitir la información de la forma más clara y expedita y dirigida al común 
de la sociedad, ya que pueden llegar a manipular el sentir y la opinión con 
la situación narrada, la forma de transmitir y el énfasis que hagan respecto 
de alguno de los generadores de la noticia, es decir, que las afirmaciones 
deben ser coherentes, fundadas, libres de cualquier opinión sin un 
fundamento técnico o científico, de interpretaciones ligeras y apasionadas, 
más aun cuando están dirigidas a personas investigadas por la autoridad 
judicial, poniendo en duda su derecho constitucional de la presunción de 
inocencia”48. 
La Corte Constitucional en sentencia T-1225 de 2003 ha considerado que es 
desproporcionado exigir el lenguaje técnico en cada materia sobre la cual se vaya 
a presentar la noticia, se permite el uso de lenguaje coloquial pues no vulnera 
ningún derecho y además hace más entendible el contenido que se quiere dar a 
entender al público en general. 
                                                          
48 MARTINEZ, Francy. AGUILAR, Edwin. La incidencia de los medios de comunicación en 
decisiones judiciales del sistema penal acusatorio. En: Repositorio Universidad Militar Nueva 





“En consecuencia, la Corte Constitucional, con variantes dentro de un 
espíritu coincidente con la jurisprudencia comparada, reconoce la 
trascendental función de la libertad de prensa en una democracia, pudiendo 
los medios masivos de comunicación mantener informada a la población 
sobre las más diversas materias, incluso en lo que tiene que ver con las 
investigaciones, procesos y decisiones judiciales y de policía. No obstante, 
la libertad de prensa debe ejercerse de tal forma que ella respete los 
derechos al buen nombre, a la honra y al debido proceso, debiendo los 
medios de comunicación rectificar las informaciones que comprobadamente 
hayan sido presentadas en forma errada o sesgada (artículo 20 C.P.) 
lesionando derechos constitucionales”49.  
Finalmente se puede concluir que la información a difundir es de importante 
cuidado y aunque se debe garantizar la libertad de expresión en conexión con la 
libertad de prensa no deben menoscabarse otros derechos constitucionales y 
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Durante el transcurso de la investigación se evidenciaron diversas posturas 
entorno a la respuesta de la pregunta principal derivada de la situación problémica 
y que se hace necesario volver a hacer mención de ella para efectos de mayor 
claridad:  
¿Es necesario que en el error judicial, la decisión o providencia judicial sea 
constitutiva de vía de hecho para que se genere responsabilidad patrimonial 
estatal por la administración de justicia en Colombia? 
Basándome principalmente en el contenido legal y jurisprudencial en Colombia, se 
evidencia claramente que es necesario que se configuren vías de hecho para que 
se determine la responsabilidad del estado y la consecuente indemnización de 
perjuicios; las razones que sostienen esta tesis están explicadas con mayor detalle 
en el título de proyección a la solución jurídica posible. 
En un segundo momento es importante traer a colación el régimen de 
responsabilidad en el cual encuadra el error jurisdiccional y que fue posible 
analizarlo a través del desarrollo de esta monografía, y me refiero a la 
responsabilidad directa del Estado en donde el resultado es lo determinante, es 
decir, el daño antijurídico; no obstante no debe olvidarse que el análisis subjetivo 
de conducta se convierte en relevante cuando se observa y estudia el error judicial 
desde la conducta del servidor público o el juez.  
“Se concluye que, una es la responsabilidad directa del Estado por el error judicial 
y otra, diferente en sus fundamentos y manera de operar, la responsabilidad 
personal del funcionario; ambas con disciplina y régimen jurídico de distinto 
alcance y contenido, pero con algo en común, que lo es, la existencia del error 
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judicial, elemento este que, cumple funciones diferentes en uno y otro tipo de 
responsabilidad”50 
La Constitución de 1991 se convirtió en la herramienta que dio un giro a la 
responsabilidad estatal en Colombia toda vez que se impuso mayor fuerza en los 
medios de defensa judicial y seguridad jurídica para los ciudadanos y el 
fundamento principal está consagrado en el artículo 90 del texto. 
Se pudieron determinar las causas del error judicial más frecuentes y para ello fue 
necesario el análisis de otros factores como la labor de los jueces, los tipos de 
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